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EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CÁCERES

COMISIÓN INFORMATIVA DE URBANISMO, PATRIMONIO, CONTRATACION Y SEGUIMIENTO EMPRESARIAL

ACTA
SESIÓN: EXTRAORDINARIA
FECHA: jueves 13 de Julio de 2017 

ASISTENTES: Presidente: D. VALENTIN PACHECO POLO (PP) 
Vocales:         Dª  MARIA MONTAÑA JIMENEZ ESPADA (PP)

D. RAUL RODRÍGUEZ PRECIADO (PP)

D. FRANCISCO ANTONIO HURTADO MUÑOZ (PSOE)

D. ANDRÉS LICERÁN GONZALEZ (PSOE)

D. ANTONIO MARIA IBARRA CASTRO (C´S) 

D. ILDEFONSO CALVO SUERO (CAC)

Secretario:      D. JUAN MIGUEL GONZALEZ PALACIOS

Técnicos asesores: D. JAVIER RUIZ GARCIA (Jefe Servicio de Inspección) 

         D. FERNANDO PEDRAZO POLO (Jefe de Sección de Licencias)

Por el Sr. Presidente se abre la sesión siendo las diez horas y cinco minutos del día trece de Julio de dos mil diecisiete, jueves. También asiste el Director de la Oficina de Desarrollo Urbano, D. Francisco José Leza Pérez. 

   ORDEN DEL DÍA
1º.-
Aprobación del acta de las sesiones extraordinarias de 8 y 27 de junio de 2017.


Se somete a la Comisión Informativa de Urbanismo la aprobación del acta de las sesiones extraordinarias de ocho y veintisiete de junio de dos mil diecisiete, la cual había sido repartida con la convocatoria. 


No se presentan reclamaciones ni observaciones al acta por lo que la COMISION, por unanimidad, aprueba el acta presentada.

PLANEAMIENTO
2º.-

Modificación Programa de Ejecución SUP 2.5 del anterior PGOU (UZI 34.01 del vigente P.G.M.).

Se presenta a la Comisión la propuesta de modificación del Programa de Ejecución del SUP 2.5 del anterior PGOU (UZI 34.01 del vigente PGM), tramitada a instancias de D. Gabriel Casati Calzada en representación de la Agrupación de Interés Urbanístico del SUP 2.5 (PLA-PEJ-10 MOD 01). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 15 de junio de 2017dice literalmente: 
“El Pleno de la Corporación en sesión celebrada el día 15 de septiembre de 2011, aprobó el Programa de Ejecución del sector SUP 2.5 A del anterior PGOU, UZI 34.01 del vigente Plan General Municipal, tramitado a instancias de la Agrupación de Interés Urbanístico constituida al efecto.

Tal como se hizo constar en citado acuerdo, la aprobación del Programa de Ejecución supone que la garantía provisional será retenida y deberá completarse hasta alcanzar el importe de la garantía definitiva, que no podrá ser inferior al 7%  del coste previsto de las obras de urbanización  (artículo 134.A4 en relación con el artículo 118.3 de la Ley 15/2001 de 15 de diciembre de Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura – LSOTEX)

La garantía referida, no ha sido presentada hasta el momento, por lo que el Programa de Ejecución no se ha remitido al Registro de Programas de Ejecución y Agrupaciones de Interés Urbanístico a los efectos de su presentación y publicación,  no habiéndose producido por tanto su entrada en vigor y no habiendo la Agrupación de Interés Urbanístico adquirido el derecho a la ejecución del Programa.

Desde el acuerdo de  aprobación anteriormente referido se ha incorporado al expediente la siguiente documentación:

· Con fecha 24 de enero de 2012, la Agrupación de Interés Urbanístico presenta la Proposición jurídico económica rectificada conforme al Acuerdo de Pleno de aprobación del Programa.

· Con fecha 20 de marzo de 2012, presentan propuesta de modificación del Plan General Municipal consistente en el cambio de uso de las parcelas T-1, T-2, T-3, T-4 y T-5, (a la vez que solicitan la suspensión en la adjudicación del Programa y de los plazos de ejecución) dictaminado la Comisión Informativa de Urbanismo y Contratación en sesión celebrada el día 20 de noviembre de 2012 conforme al informe jurídico incorporado al expediente que el cambio de uso que se propone se realice a través de una modificación del Programa de Ejecución.

· Con fecha  27 de julio de 2015, solicita la A.I.U., se manifieste este Ayuntamiento sobre la posibilidad de sustituir por garantía real o devolución por  desistimiento de la Agrupación o mutuo acuerdo de la tramitación del expediente de desarrollo del sector, del aval presentado,  emitiéndose al efecto los correspondientes informes con fechas 6, 17 y 25 de noviembre de 2015.

· Con fecha 25 de abril de 2016, se presenta por la Agrupación de Interés Urbanístico propuesta de  modificación del Programa de Ejecución objeto del presente informe.
La propuesta de modificación del Programa de Ejecución presentada, tiene por objeto introducir en el PLAN PARCIAL que forma parte del mismo básicamente las siguientes innovaciones:

· Modificar la calificación de las parcelas de Equipamiento Genérico a Equipamiento Terciario, con el régimen de usos establecido en las Normas Zonales 7.3, 7.4 y 7.5 del Plan General Municipal, manteniendo para dichas parcelas las condiciones de superficie, edificabilidad y altura ya establecidas. Dado que la ampliación de uso comercial a las categorías 3ª y 4ª produce una mayor rentabilidad económica se propone la materialización del 10 % de dicho incremento en superficie de suelo urbanizado donde materializar ese aprovechamiento lucrativo que supone 56,20 m2 de suelo de uso terciario.  

· Plantea la división del sector en 2.5A en dos unidades de actuación urbanizadoras, considerando dos fases para el desarrollo del Plan Parcial, una que afecta a la parte del sector destinada a uso terciario y la otra a la parte destinada a uso residencial.

· En cuanto a los plazos, se propone un plazo de 5 años desde la aprobación del Programa de Ejecución para el desarrollo de la Fase 1 e igual plazo para el desarrollo de la segunda fase, si bien a continuación señala el documento que el plazo para ejecutar las obras de urbanización será de 10 años  a contar desde la inscripción en el Registro de la Propiedad la aprobación Definitiva del Proyecto de Reparcelación.
En cuanto a la ampliación de uso terciario para que quepa además el comercial, señalar que se han tramitado en esta sección modificaciones puntuales del  Plan General Municipal para autorizar este cambio de uso (Parcelas  T-8 , T-2 y T-3 de la Urbanización Casa Plata, Parcela EQ-2 de la Urbanización Vegas del Mocho….), con la correspondiente monetarización por  la mayor rentabilidad económica que supone este cambio de uso. En esas ocasiones, se tramitaron  modificaciones del Plan General Municipal ya que se trataba de sectores de suelo urbanizable con Programa de Ejecución aprobado y en vigor, adjudicado a la Agrupación de Interés Urbanístico correspondiente, con Proyecto de Reparcelación aprobado e inscrito en el Registro de la Propiedad y que ya habían sido urbanizados. 
En este caso, se trata de un sector cuyo Programa de Ejecución no ha sido publicado y que por lo tanto no se encuentra en vigor, no ha sido adjudicado a la Agrupación de Interés Urbanístico, no se ha tramitado Proyecto de Reparcelación,  no se encuentra urbanizado, y no se ha declarado su caducidad, entiendo que con la modificación que se plantea se continuaría  con la tramitación del Programa de Ejecución.

El vigente Plan General Municipal ha recogido la ordenación detallada de aquel  Programa en la  UZI 34.01, disponiendo el  artículo 119.1 a.1 de la LSOTEX al regular el contenido de los Programas de Ejecución que estos contendrán, entre otros, una alternativa técnica conformada por  documento expresivo de la asunción de la ordenación detallada incluida en el Plan General Municipal o bien una propuesta de Plan Parcial que ordene detalladamente el sector o modifique la incluida en el Plan.

En este caso se propone la modificación de la ordenación detallada contenida en el Plan General, entendiendo que no hay inconveniente en que se tramite a través de modificación del Programa de Ejecución, y en ese sentido el dictamen de la Comisión Informativa de Urbanismo y Contratación de fecha 20 de noviembre de 2012, anteriormente referido.

En lo relativo a la ampliación del uso para que quepa además el uso comercial en las parcelas T-1, T-2, T-3, T-4 y T-5, la  altura máxima permitida debería ser de dos plantas, en lugar de tres, al ser esta la altura máxima permitida en el Plan General Municipal para el uso comercial.

En cuanto a la ejecución de las obras de urbanización en dos fases, en el informe emitido por el Jefe del Servicio de Infraestructuras,  se hace constar que deberá la Agrupación de Interés Urbanístico justificar que cada una de las fases en que se divide el sector sean funcionalmente independientes señalando una serie de consideraciones que deberían tenerse en cuenta y reflejarse en el documento.

En cuanto a plazos: señalar que al proponerse un plazo para la ejecución de las obras de urbanización de 10 años, se requeriría informe favorable de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio, de conformidad con lo establecido al efecto en el artículo 118.3.b, de la LSOTEX que señala que los Programas de Ejecución preverán el inicio de su ejecución material dentro de su primer año de vigencia y la conclusión de la urbanización antes de los cinco años desde su inicio. Por causas excepcionales y previo informe favorable de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio podrán aprobarse Programas de Ejecución con plazos más amplios o prorrogas de éstos. 

La justificación para necesitar este  plazo más amplio y su división en dos fases según se refleja en el documento se debe a la situación socio–económica actual, en la que la demanda de vivienda es escasa, lo que impide acometer el total del coste de las obras de urbanización de una unidad de actuación completa, siendo más aconsejable dividir en dos unidades de menor tamaño.

Señalar, tal como se ha indicado anteriormente, que según dispone el artículo 118 3.b de la LSOTEX, el cómputo del plazo comenzará con la entrada en vigor del Programa y no desde la inscripción registral del Proyecto de Reparcelación como se hace constar en el documento. 

Con la propuesta de modificación del Programa de Ejecución se  presenta nueva PROPOSICION JURIDICO ECONOMICA así como una nueva propuesta de CONVENIO a suscribir entre este Ayuntamiento y la Agrupación de Interés Urbanístico.

Respecto de estos documentos señalar que:

· la propuesta de convenio deberá corregirse en lo relativo al  computo de plazos en la forma indicada anteriormente.

· En el convenio deberá hacerse constar que en el caso de que alguno de los propietarios afectados por la actuación urbanizadora solicitara la expropiación de los terrenos, seria la Agrupación de Interés Urbanístico la beneficiaria de esa expropiación que se tramitaría en este Ayuntamiento como administración actuante a petición de la propia Agrupación. Los gastos que supongan el pago de dichas expropiaciones quedarán garantizados con la garantía finalmente constituida por la Agrupación para asegurar el cumplimiento del Programa de Ejecución a que hace referencia el artículo 118 d de la LSOTEX.

· No será procedente la devolución de las garantías constituidas hasta que por Agrupación de Interés Urbanístico se inicien los trámites para su disolución y este Ayuntamiento emita al efecto el correspondiente informe favorable, cuestión esta que deberá reflejarse igualmente en el Convenio. 

· En cuanto a la Recepción de las obras de urbanización señalar que el artículo 5.2.2 apartados 11 de las Normas Urbanísticas del Plan General Municipal, disponen que “una vez formalizada el acta de recepción comenzará el plazo de garantía que se establecerá en el Pliego de condiciones de Proyecto de Urbanización y que no podrá ser inferior a un año. Si las obras se recepcionaran  por fases, el plazo de garantía comenzará desde el momento en el que se recepcione la última fase.” Circunstancia esta que deberá reflejarse en el convenio ya que se prevé la urbanización en dos fases.
· Según se hace constar en el Informe de Intervención en lo relativo a la obligación de asumir los gastos de urbanización que a este Ayuntamiento le correspondan en proporción a su participación, debería priorizarse, como establece el propio convenio a través de las cesiones de aprovechamientos urbanísticos. 

· Tal como dispone el artículo 127.9 de la LSOTEX, entre los gastos de Urbanización deberán figurar las indemnizaciones que procedan a favor de los propietarios o titulares de derechos, incluidos los de arrendamiento, referidos a edificios y construcciones que deban ser demolidos con motivo de la ejecución del planeamiento, así como plantaciones, obras e instalaciones que deban desaparecer por resultar incompatibles con este. Estos gastos deberán reflejarse también en la Proposición Jurídico Económica.

· La Proposición Jurídico Económica deberá acompañarse de acreditación de una garantía provisional cuyo importe será como mínimo el 3% del coste previsto de las obras de urbanización (artículo 134.4 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura LSOTEX). Esta garantía fue constituida en su momento por importe de 227.982,05 € y se mantiene en la actualidad. 

· Según se hace constar tanto en el Convenio como en la Proposición Jurídico Económica, tras la aprobación del Programa de Ejecución y su adjudicación a la AIU se procederá a prestar garantía real en forma de hipoteca por importe del 7%, sustituyendo el aval del 3% ya presentado. Respecto de ello señalar que el artículo 118.3 apartado d) de la  LSOTEX al regular los Programas de Ejecución establece que “asegurarán el cumplimiento de sus previsiones, mediante crédito retenido con cargo al presupuesto de una Administración, en el caso de que tengan por objeto actuaciones  a desarrollar por gestión directa, y garantía financiera o real, prestada y mantenida por el particular que actúe como agente urbanizador, por el importe mínimo que reglamentariamente  se determine que nunca podrá ser inferior al siete por cien del coste previsto de las obras de urbanización, en el caso de que se refieran a actuaciones a ejecutar por gestión indirecta.”,  haciéndose constar en el informe emitido al efecto por la Técnico de Gestión de Tesorería que “en virtud de la aplicación del principio de especialidad de la norma que debe regir su aplicación se deduce que pese a que en la regulación general  (Real Decreto 161/ 1997 por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos y Orden de 7 de enero  de 2000 que desarrolla dicho Real Decreto)  no se contempla la posibilidad de constitución de este tipo de garantía, en materia urbanística sí constituye un medio válido para que el agente urbanizador asegure el cumplimiento de sus compromisos, quedando al arbitrio del Ayuntamiento, que es el que debe optar entre las garantía financieras o las reales y dentro de estas por la hipoteca, entendiendo que al ser una opción del Ayuntamiento, éste a la hora de autorizar la constitución de  una garantía real (hipoteca) deberá considerar un aspecto de máxima importancia: que así como el aval es fácilmente realizable, no lo es tanto la garantía real, pudiendo resultar excesivamente gravoso la ejecución de una garantía hipotecaría, en un momento en que la situación económica hace muy difícil la enajenación de una parcela o la afectación de la misma al cumplimiento de un fin o servicio público”.

A la vista de cuanto antecede así como del contenido de los informes emitidos por el Servicio de Urbanismo, el Servicio de Infraestructuras, la Tesorería Municipal y la Intervención, a cuyo contenido integro me remito La comisión dictaminará lo procedente en orden a la tramitación de la modificación del Programa de Ejecución que se propone significando que en caso de considerar su tramitación debería incorporarse  al expediente: 

· En primer lugar,  si este Ayuntamiento acepta  el plazo de 10 años propuesto para la ejecución del Programa, se solicitará informe  de la Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio. 

· Si este Ayuntamiento acepta que el cumplimiento de las previsiones del Programa de Ejecución se asegure mediante garantía hipotecaria, el documento a tramitar debería contener al menos una propuesta definiendo y especificando  la garantía real que se pretende constituir.
· Se presentará un documento refundido de la totalidad de los documentos que integran el Programa de Ejecución (Plan Parcial, Proyecto de Urbanización, Proposición Jurídico Económica y Propuesta de Convenio a suscribir entre este Ayuntamiento y la Agrupación de Interés Urbanístico), rectificado  y completado en la forma indicada en el presente informe y en los emitidos por los distintos técnicos municipales.

En el caso  que esa  Comisión  dictamine en el sentido de no tramitar la modificación del Programa de Ejecución que se propone,  teniendo en cuenta el tiempo transcurrido desde la aprobación del Programa de Ejecución (Acuerdo de Pleno de 15 de septiembre de 2011), sin que la AIU haya procedido a prestar  garantía hasta alcanzar el importe del 7% del coste previsto de las obras de urbanización requerido  en citado acuerdo,  y a la vista del contenido del artículo 95 de la Ley 39/2015 de 1 de octubre de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas que establece: “En los procedimientos iniciados a solicitud del interesado, cuando se produzca su paralización por causa imputable al mismo, la Administración le advertirá que, transcurridos tres meses, se producirá la caducidad del procedimiento. Consumido este plazo sin que el particular requerido realice las actividades necesarias para reanudar la tramitación, la Administración acordará el archivo de las actuaciones, notificándoselo al interesado. Contra la resolución que declare la caducidad procederán los recursos pertinentes.”, entiendo que procedería  la caducidad del expediente, si bien con carácter previo a la adopción de la acuerdo declarando  la caducidad, conforme a lo dispuesto en el art. 82  de la Ley de Procedimiento Administrativo,  procedería conceder a la  Agrupación de Interés Urbanístico del sector 2-5 A  PLAZO DE AUDIENCIA (no inferior a diez días ni superior a quince),  durante el cual podrán formular cuantas alegaciones en defensa de sus derechos estime oportunas y presentar  los documentos y justificaciones que considere  pertinentes.

Tal como ya se ha hecho constar con anterioridad, el vigente Plan General ha incorporado el ámbito de este Programa de Ejecución como UZI 34.01 “Sector 2.5 A”, disponiendo respecto de ellos el artículo 3.3.5 de las Normas Urbanísticas que: se incorporan los ámbitos de UZI, Suelo Urbanizable Incorporado, ámbitos donde el Plan General asume con carácter general las determinaciones concretas de planeamiento de desarrollo aprobado del suelo urbanizable inmediatamente antecedente, así como su gestión, y que se encuentran en ejecución; de esta forma el Plan mantiene e integra este planeamiento en su cuerpo normativo, en algunos casos con ligeras adaptaciones. Los UZI que se encuentran en fase de aprobación, (sectores con Programas de Ejecución en trámite de aprobación de deficiencias), en caso de que no alcanzaran la aprobación definitiva, tendrán la consideración de sectores de suelo urbanizable pendiente de desarrollo, constituyendo cada uno de ellos áreas de reparto independientes.
En cuanto a la devolución o incautación de la garantía del 3% constituida  y que se mantiene en la actualidad, en caso de declaración de caducidad, me remito a lo informado por el Sr. Secretario General con fecha 25 de noviembre de 2016, cuya copia se acompaña al presente informe.”
El Sr. Calvo de CácERES TU, y el Sr. Licerán del Grupo Socialista, preguntan si iniciada la declaración de caducidad se puede retormar la iniciativa o hay que presentar nueva documentación. 

El Sr. Secretario informa que antes de la declaración de caducidad hay que dar un trámite de audiencia para alegaciones al interesado en el que podrá mostrar su interés y solicitar que no se caduque el expediente. 

El Sr. Ibarra de Ciudadanos pregunta si en caso de declararse la caducidad sería devuelta la garantía provisional. 

El Sr. Secretario informa que ya ha emitido informes jurídicos similares para otros supuestos similares en los que considera que procedería la devolución de la garantía provisional.

 La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, visto el informe trascrito, dictamina desfavorablemente la modificación del Programa de Ejecución propuesta, y considerando la posibilidad de ser retomado el expediente en trámite de audiencia previo a la declaración de caducidad,  dictamina favorablemente que sea iniciada la declaración de caducidad del expediente, si bien indicando que en caso de su declaración no sería incautada la garantía provisional depositada. 
3º.-
Aprobación inicial del Estudio de Detalle para la manzana M.21 del Sector SUNP-8 “Vistahermosa del anterior PGOU (UZI 32.01 “El Conejar del actual PGM).

Se presenta a la Comisión la Aprobación inicial del Estudio de Detalle para la manzana M.21 del Sector SUNP-8 “Vistahermosa del anterior PGOU (UZI 32.01 “El Conejar del actual PGM), tramitada a instancias de D. Ismael Bermejo García, en representación de UNIDE Sociedad Cooperativa (PLA-EDE-0030/10). El informe emitido por la Jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 26 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Se presenta, con fecha 18 de mayo de 2017, por D. Ismael Bermejo García, en representación de UNIDE Sociedad Cooperativa, para su tramitación en sustitución del presentado con fecha 14 de febrero de 2017, Estudio de Detalle para la manzana M-21del sector SUNP-8 “Vistahermosa” del anterior Plan General Municipal, redactado por D. Juan Antonio Mahillo Durán (jamd Arquitecto)  cuyo objeto según se hace constar en el informe emitido por el Jefe de la Unidad de Medio Ambiente, Planeamiento y Gestión Urbanística es establecer la línea de edificación que regule la ordenación de la manzana.

El vigente Plan General Municipal (aprobado por Resolución del Consejero de Fomento de 15 de febrero de 2010, publicado en el DOE 30 de marzo de 2010) clasifica la manzana objeto de Estudio de Detalle como Suelo Urbanizable incluida dentro del UZI 32.01 “El Conejar” (Suelo Urbanizable Incorporado).

Visto el informe técnico favorable y teniendo en cuenta que el objeto y contenido del documento presentado es conforme con lo establecido al efecto en los artículos 91 a 94 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura (Decreto 7/2007 de 23 de enero) para los Estudios de Detalle, entiendo que  procede:

1.- Aprobar Inicialmente el Estudio de Detalle de la manzana M-21 del Polígono “Vistahermosa” (UZI 32-02 El conejar) presentado por D. Ismael Bermejo García, en representación de UNIDE Sociedad Cooperativa  aprobación que corresponde a la Alcaldía según las competencias atribuidas por el artículo 21,1-j de la Ley  Reguladora de las Bases del Régimen Local.

2.- Someter el documento objeto de aprobación inicial a información pública por plazo de un mes, en cumplimiento con lo  establecido al efecto en el apartado  2.2 del artículo 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001, de 14 de diciembre LSOTEx) y 128.2 en relación con 126.3 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura

La aprobación inicial del documento determinara la suspensión del otorgamiento de licencias en aquellas áreas del territorio objeto del Estudio de Detalle  expuesto al público, cuyas nuevas determinaciones supongan innovación del régimen urbanístico vigente. (artículo 116 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura).
El acuerdo de aprobación inicial se notificará a los propietarios de las parcelas que integran la Manzana M-21, así como a la Dirección General de Bibliotecas, Museos y Patrimonio Cultural, por cuanto que la manzana objeto de Estudio de Detalle se encuentra dentro del área de vigilancia arqueológica.” 

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la Aprobación inicial del Estudio de Detalle para la manzana M.21 del Sector SUNP-8 “Vistahermosa del anterior PGOU (UZI 32.01 “El Conejar del actual PGM). 
4º.-
Aprobación inicial de Modificación puntual del Plan General Municipal en la manzana del recinto intramuros del Casco Histórico.
Se presenta a la Comisión la aprobación inicial de la Modificación puntual del Plan General Municipal en manzana del recinto intramuros Casa del Sol, tramitada a instancias de D. Luis Filipe Cardoso Fernandes en representación de los Hermanos Misioneros de la Preciosa Sangre (PLA-LUE-0088-2017, PGM-MOD 24). El informe emitido por el Servicio de Urbanismo de fecha 26 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Visto el documento de planeamiento para su tramitación de  Propuesta de Modificación puntual del Plan General Municipal en Manzana del  Recinto Intramuros del Casco Histórico ocupada por la Casa del Sol, la casa Vargas Figueroa, la casa Duran Rocha y la casa del Mono, en materia de nuestra competencia se informa lo siguiente:
Se presentó en su momento (diciembre de 2016) un proyecto de rehabilitación de la Casa Vargas-Figueroa en el que se incluían unos usos no previstos por el vigente P.G.M  que tiene instituido sobre la manzana el uso cultural como dotación privada de equipamiento y sólo como usos asociados y complementarios  al uso característico principal de cultural los que detalla el artº 4.6.4.10 de las normas urbanísticas del Plan que son limitativos para el uso recreativo de restaurante e incompatible en cuanto al uso terciario hotelero y que, sin embargo, no está armonizado con los usos permitidos por el P.E.P.P.A.A., como instrumento de planeamiento más especifico y adecuado al Centro Histórico de Cáceres. En consecuencia el objeto de la modificación del P.G.M   es armonizar ambos documentos de planeamiento con el refuerzo como uso complementario a los usos y actividades característicos en la manzana, donde tenga cabida la actividad turística, cultural y de alojamiento hotelero asociado a ésta como es el alberge que por otro lado ya  se contaba como uso existente en la precitada Casa Vargas-Figueroa y que supone una diversificación cualitativa de plazas hoteleras que se encuentra entre los objetivos y propuestas del vigente P.E.P.R.P.A.C.C.
El documento presentado justifica además de las cuestiones de carácter general, la necesidad de esos usos como garantía de viabilidad del mantenimiento para las predichas casas-palacios-museos; entendemos entonces y para el presente caso que debe plantearse las garantías necesarias para la activación del uso principal,( como por ejemplo un convenio con los propietarios que puede ser tomado para la ejecución de ésta modificación de planeamiento), donde se recoja antes de la implantación de los usos  asociados complementarios o en simultaneidad con estos, la oferta cultural que el uso principal tiene instituido, (como museo, biblioteca, pinacoteca, salas de  conferencias , exposiciones, etc., en los espacios principales de la Casa del Sol que es Bien de Interés Cultural)

Procede la tramitación del documento si la Corporación así lo considera, y entendemos que es una modificación detallada del planeamiento.

De otro lado por contar la Casa del Sol, con la Declaración de B.I.C., se habrá de seguir en su tramitación lo previsto en la legislación de protección del patrimonio así como del resto ,que corresponda, por lo que se remite a la sección de Planeamiento en lo que es de su competencia; obviamente la innovación de planeamiento es en materia de compatibilidad de usos, por lo que rige la totalidad de la ordenación del Plan Especial de Protección sobre la manzana  (no se altera volumetría y parámetros urbanísticos, catalogación ni niveles de protección, ni las afecciones de B.I.C.,); lo que pongo en su conocimiento.

A la vista del documento presentado; superior criterio decidirá lo procedente.”

El informe emitido por la jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 7 de julio de 2017 dice literalmente: 
“Se presenta por D. Luis Felipe Cardoso Fernandes, Director Provincial de MISIONEROS DE LA PRECIOSA SANGRE CURIA GENERAL, documento de modificación del Plan General Municipal en Manzana Intramuros del Casco Histórico, redactado por  D. José R. Zorita Carrero- Arquitecto.


El ámbito de la modificación del Plan General Municipal que se propone es la manzana delimitada por las calles Cuesta de la Compañía, Cuesta de Aldana y calle de la Monja donde se implantan la Casa del Sol, la Casa del Mono, la Casa Vargas Figueroa y la casa de Durán de la Rocha, manzana que según el PGM se encuentra en suelo clasificado como urbano dentro del ámbito del ordenación del Área de Planeamiento Incorporado API 23-01 PEPRPACC; uso global de Dotacional Privado; uso pormenorizado de equipamiento cultural.


El objeto de la modificación, según se hace constar en el documento presentado es ajustar las determinaciones contempladas en el Plan General Municipal  para esta manzana del casco histórico para adecuarlo a las prescripciones y objetivos que impone el Plan Especial de Protección y revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres, en materia de usos pormenorizados.


Con la modificación que se propone para esta manzana se mantiene el uso global cultural privado, si bien admitiendo los siguientes usos complementarios: Tipo terciario de oficinas de categoría 1ª, comercial de categoría 1ª, uso de albergue relacionado con el uso global cultural y recreativo de categoría 1ª y grupos I y II que coadyuven a los fines dotacionales previstos no admitiéndose el uso residencial en su clase vivienda, que solamente podrá disponerse para la vivienda familiar de quien custodie la dotación. En todo caso, estos usos complementarios, no podrán superar el veinticinco por ciento (25%) de la superficie edificada total destinada al uso característico de la dotación y quedarán integrados funcional y jurídicamente en aquel.


La modificación consiste en el cambio de la ficha del API 23.01  PEPRPACC del Plan General Municipal en el apartado relativo a “Condiciones particulares del Plan Especial de Protección y Revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres”, a la que se añade para esa manzana los usos complementarios referidos anteriormente.


La modificación propuesta es de  carácter detallado por cuanto no afecta a los usos globales establecidos en el Plan General Municipal.

Deberá incorporarse al expediente el correspondiente  Dictamen de la Comisión de Seguimiento del Plan Especial de Protección y Revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres.
Señalar, como ya se ha hecho constar en informes anteriores en relación con otros expedientes de modificación de Plan General tramitados en esta sección, que tal y como al efecto declara la doctrina y la jurisprudencia, y citando al profesor González Pérez el fundamento de las modificaciones del planeamiento no es otro que la necesidad de adecuar la ordenación a las exigencias de la realidad. La realidad urbanística, como toda realidad social, experimenta frecuentes mutaciones. No puede por tanto, mantenerse inflexible la ordenación durante los plazos más o menos largos en los que se prevé su revisión. La programación urbanística necesita de cierta perdurabilidad, pero sin excluir del todo las contingencias de circunstancias sobrevenidas que hagan necesaria o aconsejen la revisión o modificación de los planes en vigor.


La potestad de las Administraciones urbanísticas para reformar los instrumentos de ordenación urbana, encuentra un sólido fundamento dogmático en su carácter de manifestación del poder reglamentario.


Ahora bien, debe asimismo indicarse que como  también señala la jurisprudencia, las modificaciones de los elementos de los Planes urbanísticos no contemplan tal nueva posibilidad como un derecho del interesado, sino como una mera facultad de la Administración, pues no debe olvidarse que a los interesados compete, inicialmente, la ordenación urbanística, pero la existencia de esa innegable posibilidad y facultad administrativa no quiere decir de ninguna manera que los Ayuntamientos estén obligados a iniciar y tramitar expediente de modificación de Planes.

A la vista de cuanto antecede así como del informe emitido por el Jefe del Servicio de Urbanismo a cuyo contenido me remito, la Comisión dictaminará lo procedente en orden a la Aprobación Inicial del documento de modificación del Plan General Municipal en Manzana Intramuros del Casco Histórico, debiéndose tener en cuenta que tal como señala el Arquitecto Jefe del Servicio de Urbanismo en su informe debería garantizarse la activación del uso principal de forma que se recoja antes de la implantación de los usos asociados complementarios o en simultaneidad con estos la oferta cultural que el uso principal tiene establecida, bien en la forma de convenio señalada en el informe técnico, bien   estableciéndose como condición expresa con la aprobación del documento, condición que deberá asimismo imponerse en el  momento el otorgamiento de la correspondientes licencias o autorizaciones de obras y actividades, bien haciéndose constar en el propio documento de modificación que se tramita o de cualquier otra forma que se estime conveniente.

La aprobación inicial del documento de modificación del Plan General,  en su caso, corresponde al Pleno de la Corporación y requerirá acuerdo adoptado por mayoría absoluta del número legal de miembros que la componen según lo dispuesto al efecto en los artículos artículo 22,2-c y 47,2-ll de la Ley  Reguladora de las Bases del Régimen Local. 
Una vez aprobado inicialmente, si este es el caso, el documento se someterá a información pública por plazo de un mes en virtud de lo establecido al efecto en el apartado  2.2 del artículo 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001, de 14 de diciembre) y 121.2 del Decreto 7/2007 de 23 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de Extremadura, requiriéndose informe de los órganos y entidades administrativos gestores de intereses públicos afectados, previstos legalmente como preceptivos, ( en este caso a la Dirección General de Bibliotecas, Museos y Patrimonio Cultural de la Presidencia de la Junta de Extremadura)  informes  que deberán ser emitidos en el plazo de duración de la información pública.

El Acuerdo de Aprobación inicial, en su caso, se notificará a  los de propietarios (actuales  y los que lo han sido durante los últimos cinco años) de las parcelas afectadas por la modificación a los efectos de llamamiento al trámite de información pública para que surta los efectos propios del de audiencia, para lo cual deberá aportarse al expediente la relación de dichos propietarios.
El Sr. Pedrazo, asesor de esta Comisión, informa que la Comisión de Seguimiento del Plan Especial de Protección y Revitalización del Patrimonio Arquitectónico de la Ciudad de Cáceres dictaminó favorablemente este asunto en sesión celebrada ayer día 12 de julio de 2017. 
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes trascritos y dictamina favorablemente la aprobación inicial de la modificación puntual del Plan General Municipal en manzana recinto intramuros Casa del Sol. 
5º.- 
Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector de suelo urbanizable del PGM, S.1.05b (MONTESOL III)

Se presenta a la Comisión la aprobación del Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector de suelo urbanizable del PGM, S.1.05b (MONTESOL III), tramitada a instancias de D. Manuel Casero Morato en representación de la Agrupación de Interés Urbanístico del Sector 1.05.b del PGM de Cáceres (PLA-PEJ-003-2010). El informe emitido por el la Jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 3 de julio de 2017 dice literalmente: 
“Se tramita, a instancias de la  Agrupación de Interés Urbanístico del Sector 1.05.b (constituida en escritura pública ante el Notario de Arroyo de la Luz D. Andrés María Sánchez Galainena, con fecha 4 de septiembre de 2015, nº 3.377 de su protocolo, inscrita en el  Registro de Programas de Ejecución y Agrupaciones de Interés Urbanístico por Resolución de la Dirección General de Urbanismo y Ordenación del Territorio, con  fecha 5 de octubre  de 2015 con el nº 369/2015), y en su representación D. Manuel Casero Méndez, en su calidad de Presidente de la misma, PROGRAMA DE EJECUCION  de la unidad de actuación única del sector 1.05b de Suelo Urbanizable del PGM de Cáceres.
El Pleno de la Corporación, en sesión celebrada el día 16 de febrero de 2016, acordó declarar la viabilidad de la transformación urbanística del sector 1.05b  “MONTESOL III” del Plan General Municipal según modificación del mismo aprobada por Resolución de la Consejería de Fomento, Vivienda, Ordenación del Territorio y Turismo de fecha 12 junio 2015, que dividió el sector S 1.05 del PGM  en dos sectores exactamente iguales en cuanto a su aprovechamiento, sectores S 1.05 a y S 1.05 b.

La consulta de viabilidad aprobada  proyecta  una única Unidad de Actuación, coincidente básicamente con el señalado en el Plan General Municipal como Sector S-1.05.b, según la modificación aprobada por la Resolución anteriormente referida y adscribe   39.582 m2 de Sistemas Generales zonas verdes en la acción EG 1.01 “·Montaña 1” y 35.050 m2 en la EG 1.02 “Parque del Príncipe”.
 
La consulta de viabilidad aprobada, fue presentada por la Agrupación de Interés Urbanístico del sector 1.05.b, constituida al efecto,  por lo que se determinó como forma de gestión la de gestión indirecta mediante sistema de compensación.
Las condiciones generales de este sector aparecen reflejadas en el informe emitido con fecha 21 de septiembre de 2016 por el Jefe de la Unidad de Medio Ambiente, Planeamiento y Gestión Urbanística a cuyo contenido me remito.
La Agrupación de Interés Urbanístico del sector, dentro del plazo señalado al efecto en el artículo 126-2 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001 de 14 de diciembre) presentó en este Ayuntamiento con fecha 8 de junio de 2016 el correspondiente de Programa de Ejecución.


De acuerdo con lo establecido en el artículo 119 de la L.S.O.T.Ex, el Programa de Ejecución presentado contiene una alternativa técnica conformada  Plan Parcial y Proyecto de Urbanización, así como Propuesta de Convenio Urbanístico y una Proposición jurídico-económica.


Se presenta igualmente por la Agrupación garantía provisional por importe del 3% del coste previsto de las obras de Urbanización, siendo esta garantía de carácter real, consistente en hipoteca unilateral sobre finca Registral 6554 otorgada por  Propiedades Cacereñas a favor de este Ayuntamiento constituida en escritura de fecha 16 de marzo de 2016 ante el notario de Arroyo de la Luz D. Andrés María Sánchez Galainena nº 393 de su protocolo.

El documento ambiental, junto con el Plan Parcial, que forman parte del Programa de Ejecución, al ser objeto de evaluación ambiental estratégica simplificada, según lo dispuesto al efecto en el artículo 49.g  de la Ley 16/2015 de 23 de abril de Protección Ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, ha sido remitido con anterioridad a la aprobación inicial del Plan Parcial, a la Dirección General de Medio Ambiente a los efectos de la emisión de informe ambiental estratégico a que hace referencia el artículo 59 de citada  Ley. Dicho informe no ha sido aún emitido si bien deberá incorporarse al expediente con anterioridad a la  Aprobación del Plan Parcial y en consecuencia con anterioridad a la aprobación del Programa de Ejecución del que forma parte. 


En relación con el contenido del Programa de Ejecución, en los informes emitidos por los distintos técnicos municipales en (Servicio de Urbanismo, Servicio de Infraestructuras,  Inspección de Servicios y Sección de Inventario) a cuyo contenido íntegro me remito, se hace constar que la documentación presentada con fechas 23 de diciembre de 2016 (Plan Parcial y Proyecto de Urbanización), 30 de diciembre de 2016 (Proyecto de Alumbrado público) 27 de Abril de 2017 (Proposición Jurídico Económica y Convenio así como separatas al Proyecto de Urbanización),  ya se subsanan las deficiencias y correcciones referidas informes emitidos con anterioridad. Se corrigen igualmente las cuestiones señaladas en informe emitido por esta sección de Planeamiento. 

En relación con la garantía hipotecaria:

El artículo  118.3 apartado d) de la  LSOTEX al regular los Programas de Ejecución establece que “asegurarán el cumplimiento de sus previsiones, mediante crédito retenido con cargo al presupuesto de una Administración, en el caso de que tengan por objeto actuaciones  a desarrollar por gestión directa, y garantía financiera o real, prestada y mantenida por el particular que actúe como agente urbanizador, por el importe mínimo que reglamentariamente  se determine que nunca podrá ser inferior al siete por cien del coste previsto de las obras de urbanización, en el caso de que se refieran a actuaciones a ejecutar por gestión indirecta.”

En el informe emitido al efecto por la Técnico de Gestión de Tesorería, a cuyo contenido integro me remito,  se hace constar que “en virtud de la aplicación del principio de especialidad de la norma que debe regir su aplicación se deduce que pese a que en la regulación general  (Real Decreto 161/ 1997 por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos y Orden de 7 de enero  de 2000 que desarrolla dicho Real Decreto)  no se contempla la posibilidad de constitución de este tipo de garantía, en materia urbanística sí constituye un medio válido para que el agente urbanizador asegure el cumplimiento de sus compromisos, quedando al arbitrio del Ayuntamiento, que es el que debe optar entre las garantía financieras o las reales y dentro de estas por la hipoteca, entendiendo que al ser una opción del Ayuntamiento, éste a la hora de autorizar la constitución de  una garantía real (hipoteca) deberá considerar un aspecto de máxima importancia: que así como el aval es fácilmente realizable, no lo es tanto la garantía real, pudiendo resultar excesivamente gravoso la ejecución de una garantía hipotecaría, en un momento en que la situación económica hace muy difícil la enajenación de una parcela o la afectación de la misma al cumplimiento de un fin o servicio público”.

En el emitido por el Jefe de la Unidad de Planeamiento, se hace constar que la cantidad que corresponde al 3% del presupuesto de ejecución por contrata de las obras de urbanización (no se han considerado el resto de gastos enumerados en el artículo 127 de la LSOTEx “gastos de urbanización”) no se ha sumado el IVA, señalando además que en cuanto a las valoraciones de la  finca objeto de hipoteca  que solo se cuenta con un certificado de Tinsa y que hay discrepancias entre la superficie registral y la catastral  recomendando incluir en la referencia registral de la finca la referencia catastral actualizada.

En los informe emitidos por el Servicio de Infraestructuras por la Intervención Municipal se hace constar que la cantidad que corresponde a la garantía deberá incluirse el IVA.

Respecto a ello señalar que se ha presentado documento notarial de fecha 29 de junio de 2017, de modificación de la escritura de constitución unilateral de hipoteca inmobiliaria otorgada el día 17 de marzo de 2016 anteriormente referida, que la subsana y complementa ampliando el total de la responsabilidad hipotecaria incluyendo el IVA del Proyecto de Urbanización, y señalando un plazo de duración de la hipoteca de 15 años desde la entrada en vigor del Programa de Ejecución. 

Consta en el expediente una nota simple informativa del Registro de la Propiedad de fecha 20 de abril de 2017, en la que se hace constar que la finca Registral objeto de hipoteca se corresponde con las catastrales a que hace referencia el informe de Tinsa.

Se ha incorporado igualmente al  expediente con fecha 23 de junio de 2017, la Tasación  efectuada por la empresa Tinsa como complemento del certificado de tasación incluido en la escritura.

A la vista de cuanto antecede, la Comisión dictaminará lo procedente en orden al Programa de Ejecución presentado por la Agrupación de Interés Urbanístico del sector, significando, con respecto a la tramitación del expediente (procedimiento ordinario de tramitación), que el artículo 134.A de la L.S.O.T.Ex, establece que por la Alcaldía se abrirá un periodo de información pública de 20 días, que se anunciará mediante edicto publicado en el Diario Oficial de Extremadura y en uno de los periódicos de mayor difusión de la localidad, advirtiendo de la posibilidad de formular alegaciones.

Asimismo, y teniendo en cuenta, que el Programa de Ejecución que se tramita contiene el Plan Parcial del sector 1.05.b, la Comisión dictaminará lo procedente en orden a la aprobación Inicial del documento, aprobación, en su caso, que corresponde al  Ilma. Sra. Alcaldesa, en virtud de las competencias atribuidas por el 21-1-j de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, una vez aprobado inicialmente, se someterá a información pública junto con el documento ambiental  por plazo de un mes en virtud de lo establecido al efecto en el apartado  2.2 del artículo 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001, de 14 de diciembre), y 124.3 del Decreto 7/2007 de 23 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de Extremadura con requerimiento de los informes de los órganos y entidades administrativos gestores de intereses públicos afectados, previstos legalmente como preceptivos (Confederación Hidrográfica del Tajo, Dirección General de Medio Ambiente, Dirección General Bibliotecas, Museos y Patrimonio Cultural, Dirección General de Infraestructuras …….) solicitándose asimismo informe de las Consejerías competentes en materia de  Educación y Sanidad, , en relación con las reservas de los equipamientos públicos destinados a centros educativos y sanitarios, a que se refiere el art. 30.3 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura, en relación con el artículo 124.3,  informes que deberán ser emitido en el plazo de duración de la información pública. Se notificará  igualmente a Eléctricas Pitarch e Iberdrola, así como a los propietarios de terrenos afectados por la actuación.

No obstante, con carácter previo a la información pública, deberá presentarse documento refundido que recoja todas las modificaciones realizadas en el proyecto de urbanización durante la tramitación del expediente.


Por último, señalar que si el informe ambiental estratégico solicitado de la Dirección General de Medio Ambiente, finalmente considerara que el Plan Parcial debe someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria (no simplificada), por tener efectos significativos sobre el Medio Ambiente, deberá el órgano ambiental elaborar el documento de alcance del estudio ambiental estratégico que deberá incluir un mapa de riesgos del ámbito objeto de ordenación. En este caso debería someterse documento  nuevamente a información pública por plazo de cuarenta y cinco días.


En su momento, el Acuerdo de aprobación del Programa de Ejecución,  y a los efectos de inscripción en el Registro de la Propiedad de la  escritura de constitución de hipoteca unilateral a favor del Ayuntamiento de la finca registral 6.554, deberá hacerse constar expresamente su aceptación, si este el caso, así como el del plazo de duración de esta hipoteca señalado en la escritura en 15 años, respecto de lo cual entiendo que parece ser un plazo razonable teniendo en cuenta que el plazo para la ejecución del programa señalado en el Convenio que forma parte del mismo es de 5 años.”  
La COMISIÓN, tras breve debate, con seis votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular, dos del Grupo Socialista y el de Ciudadanos, y en contra del de CácERES TU por mantener el sentido de su voto en el Pleno, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente la aprobación del Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector de suelo urbanizable del PGM, S.1.05b (MONTESOL III) con las condiciones indicadas en el informe trascrito, aceptando la garantía hipotecaria propuesta.
6º.-
Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector  de Suelo Urbanizable con ordenación pormenorizada del PGM,  S.1.03 (o) “NUEVO FERIAL”
Se presenta a la Comisión la aprobación del Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector  de Suelo Urbanizable con ordenación pormenorizada del PGM,  S.1.03 (o) “NUEVO FERIAL”, tramitada a instancias de D. Antonio Carrasco Gimeno en representación de Agrupación de Interés Urbanístico del Sector 1.03 del PGM “Antiguo Campo de Aviación” (PLA-PEJ-002-2010). El informe emitido por el la Jefa de la Sección de Planeamiento de fecha 6 de julio de 2017 dice literalmente: 

“Se tramita, a instancias de la  Agrupación de Interés Urbanístico del Sector 1.03(o) “Antiguo Campo de Aviación” (constituida en escritura pública ante el Notario de esta capital  D. José Carlos Lozano Galán, con fecha 14 de junio de 2012, nº 558 de su protocolo, inscrito en el  Registro de Programas de Ejecución y Agrupaciones de Interés Urbanístico por Resolución de la Dirección General de Transportes, Ordenación del Territorio y Urbanismo, con  fecha 25 de marzo de 2013 con el nº 347/2013,), y en su representación Dña. María Dolores  Carrasco Ballell, en su calidad de Presidenta de la misma, PROGRAMA DE ECUCION de la unidad de actuación única del sector 1.03 (o) de Suelo Urbanizable con ordenación pormenorizada del PGM de Cáceres “NUEVO FERIAL”

El Pleno de la Corporación, en sesión celebrada el día 18 de diciembre de 2014 , acordó declarar la viabilidad de la transformación urbanística del sector 1.03 (o) “NUEVO FERIAL”  del Plan General Municipal .
La consulta de viabilidad aprobada  proyecta  una única Unidad de Actuación, coincidente básicamente con el señalado en el Plan General Municipal como Sector S-1.03 (o) y adscribe   además de los 125.366 m2 correspondientes al túnel de la montaña que figuran incorporados al sector en el PGM, como Sistemas Generales VG1-0.1,  96.478 m2 que corresponden al Sistema General Montaña I, EG 1-01, de forma que se incluyen terrenos necesarios para abarcar las dos alternativas de trazado de la Ronda Sureste.
La  Comisión de Urbanismo y Ordenación del Territorio de Extremadura en sesión celebrada el día 30 de octubre de 2014, acordó informar favorablemente el establecimiento de un plazo de ejecución de 15 de años para el desarrollo y ejecución del sector 1.03 (o),por lo que en el Acuerdo adoptado por el Pleno de la Corporación declarando la Viabilidad de la transformación urbanística de este sector se fijó  entre los criterios orientativos para el desarrollo de la eventual actuación, el plazo de 15 años propuesto en la Consulta de viabilidad formulada por la Agrupación de Interés Urbanístico,  y se determinó como forma de gestión la de gestión indirecta mediante sistema de compensación.
La Agrupación de Interés Urbanístico del sector, dentro del plazo señalado al efecto en el artículo 126-2 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001 de 14 de diciembre LESOTEX) presentó en este Ayuntamiento con fecha 27 de marzo de 2015 el correspondiente de Programa de Ejecución.


De acuerdo con lo establecido en el artículo 119 de la LESOTEX, el Programa de Ejecución presentado contiene una alternativa técnica conformada  Plan Parcial y Anteproyecto de Urbanización, así como Propuesta de Convenio Urbanístico y una Proposición jurídico-económica.

Se presenta  Anteproyecto de urbanización en el que se definen las características de todos los elementos de la ordenación del Sector 1.03,  si bien al dividirse en 4 fases de ejecución se presentaran en su momento los correspondientes Proyectos de Urbanización. 

Se presenta igualmente por la Agrupación garantía provisional por importe del 3% del coste previsto de las obras de Urbanización, siendo esta garantía de carácter real, consistente en hipoteca unilateral sobre la finca Registral 6575 constituida  por Grupo Empresarial AMIL S.L.U., por cuenta de la AIU del sector 1.03,  a favor de este Ayuntamiento en escritura de fecha 27 de marzo de 2015 ante Dña. Ángela Villanueva Romero, notario del Ilustre Colegio Notarial de Extremadura, nº 178 de su protocolo, 


El documento ambiental, junto con el Plan Parcial, que forman parte del Programa de Ejecución, al ser objeto de evaluación ambiental estratégica simplificada, según lo dispuesto al efecto en el artículo 49.g  de la Ley 16/2015 de 23 de abril de Protección Ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, ha sido remitido con anterioridad a la aprobación inicial del Plan Parcial, a la Dirección General de Medio Ambiente a los efectos de la emisión de informe ambiental estratégico a que hace referencia el artículo 59 de citada  Ley. Dicho informe no ha sido aún emitido si bien deberá incorporarse al expediente con anterioridad a la  Aprobación del Plan Parcial y en consecuencia con anterioridad a la aprobación del Programa de Ejecución del que forma parte. 


En relación con el contenido del Programa de Ejecución (documento refundido presentado con fecha 27 de marzo de 2017) señalar que:
En el informe emitido por el Jefe del Servicio de Urbanismo se hace constar que quedan aclaradas y/o  subsanadas las deficiencias señaladas en informes emitidos con anterioridad, indicando la necesidad de incorporar al expediente informe sectoriales en relación con determinadas cuestiones (Demarcación de Carreteras del Estado, Confederación Hidrográfica  del Tajo, Dirección General de Medio Ambiente).

Por el Servicio de Infraestructuras y  por la Inspección de Servicios, una vez que se han ido corrigiendo y subsanando en el documento las observaciones y deficiencias señaladas en informes anteriores, se han emitido informes, a cuyo contenido íntegro me remito,  en los que se hacen constar una serie consideraciones a tener en cuenta en los correspondientes Proyectos de urbanización de cada una de las fases previstas para su ejecución.

La Intervención Municipal, ha emitido informe en relación con el Convenio a suscribir, la Proposición Jurídico económica y la hipoteca unilateral constituida en garantía del cumplimiento de las previsiones del Programa de Ejecución, informe en el que  se hace constar que los aspectos económicos que afectan al Ayuntamiento son correctos y dentro de lo establecido en la LESOTEX.

Por su parte en el informe emitido por la Sección de Inventario, a cuyo contenido íntegro me remito, se hace constar que una serie de consideraciones en relación con las finca municipales afectadas por la actuación, que deberán ser tenidas en cuenta en su momento en el correspondiente Proyecto de Reparcelación. 
En relación con la garantía hipotecaria:

El artículo  118.3 apartado d) de la  LSOTEX al regular los Programas de Ejecución establece que “asegurarán el cumplimiento de sus previsiones, mediante crédito retenido con cargo al presupuesto de una Administración, en el caso de que tengan por objeto actuaciones  a desarrollar por gestión directa, y garantía financiera o real, prestada y mantenida por el particular que actúe como agente urbanizador, por el importe mínimo que reglamentariamente  se determine que nunca podrá ser inferior al siete por cien del coste previsto de las obras de urbanización, en el caso de que se refieran a actuaciones a ejecutar por gestión indirecta.”

En el informe emitido al efecto por la Técnico de Gestión de Tesorería, a cuyo contenido integro me remito,  se hace constar que “en virtud de la aplicación del principio de especialidad de la norma que debe regir su aplicación se deduce que pese a que en la regulación general  (Real Decreto 161/ 1997 por el que se aprueba el Reglamento de la Caja General de Depósitos y Orden de 7 de enero  de 2000 que desarrolla dicho Real Decreto)  no se contempla la posibilidad de constitución de este tipo de garantía, en materia urbanística sí constituye un medio válido para que el agente urbanizador asegure el cumplimiento de sus compromisos, quedando al arbitrio del Ayuntamiento, que es el que debe optar entre las garantía financieras o las reales y dentro de estas por la hipoteca, entendiendo que al ser una opción del Ayuntamiento, éste a la hora de autorizar la constitución de  una garantía real (hipoteca) deberá considerar un aspecto de máxima importancia: que así como el aval es fácilmente realizable, no lo es tanto la garantía real, pudiendo resultar excesivamente gravoso la ejecución de una garantía hipotecaría, en un momento en que la situación económica hace muy difícil la enajenación de una parcela o la afectación de la misma al cumplimiento de un fin o servicio público”.

A la vista de cuanto antecede, la Comisión dictaminará lo procedente en orden al Programa de Ejecución presentado por la Agrupación de Interés Urbanístico del sector, significando, con respecto a la tramitación del expediente (procedimiento ordinario de tramitación), que el artículo 134.A de la LESOTEX, establece que por la Alcaldía se abrirá un periodo de información pública de 20 días, que se anunciará mediante edicto publicado en el Diario Oficial de Extremadura y en uno de los periódicos de mayor difusión de la localidad, advirtiendo de la posibilidad de formular alegaciones.

Asimismo, y teniendo en cuenta, que el Programa de Ejecución que se tramita contiene el Plan Parcial del sector 1.03 (o) “NUEVO FERIAL”,  la Comisión dictaminará lo procedente en orden a la aprobación Inicial del documento, aprobación, en su caso, que corresponde al  Ilma. Sra. Alcaldesa, en virtud de las competencias atribuidas por el 21-1-j de la Ley Reguladora de las Bases del Régimen Local, una vez aprobado inicialmente, se someterá a información pública junto con el documento ambiental  por plazo de un mes en virtud de lo establecido al efecto en el apartado  2.2 del artículo 77 de la Ley del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (Ley 15/2001, de 14 de diciembre), y 124.3 del Decreto 7/2007 de 23 de enero, por el que se aprueba el Reglamento de Planeamiento de Extremadura con requerimiento de los informes de los órganos y entidades administrativos gestores de intereses públicos afectados, previstos legalmente como preceptivos (Ministerio de Defensa, Confederación Hidrográfica del Tajo, Demarcación de Carreteras del Estado en Extremadura, Dirección General de Medio Ambiente,  Dirección General de Infraestructuras …….) solicitándose asimismo informe de las Consejerías competentes en materia de  Educación y Sanidad,  en relación con las reservas de los equipamientos públicos destinados a centros educativos y sanitarios, a que se refiere el art. 30.3 del Reglamento de Planeamiento de Extremadura, en relación con el artículo 124.3,  informes que deberán ser emitido en el plazo de duración de la información pública. Se notificará  igualmente a los propietarios de terrenos afectados por la actuación.

Por último, señalar que si el informe ambiental estratégico solicitado de la Dirección General de Medio Ambiente, finalmente considerara que el Plan Parcial debe someterse a evaluación ambiental estratégica ordinaria (no simplificada), por tener efectos significativos sobre el Medio Ambiente, deberá el órgano ambiental elaborar el documento de alcance del estudio ambiental estratégico que deberá incluir un mapa de riesgos del ámbito objeto de ordenación. En este caso debería someterse documento  nuevamente a información pública por plazo de cuarenta y cinco días.


En su momento, en el Acuerdo de aprobación del Programa de Ejecución,  y a los efectos de inscripción en el Registro de la Propiedad de la  escritura de constitución de hipoteca unilateral a favor del Ayuntamiento de la finca registral 6575, deberá hacerse constar expresamente, su aceptación, si este el caso, así como el del plazo de duración de esta hipoteca resultando que el plazo que figura en la  escritura es 15 años, plazo que puede resultar insuficiente si se tiene en cuenta que este mismo es el plazo señalado en el Programa para su desarrollo sin tener en cuenta que una vez concluido son muchas las actuaciones a realizar desde este Ayuntamiento para la comprobación de su correcta ejecución, por lo que entiendo que con carácter previo a la aprobación del Programa debería modificarse la escritura señalando un plazo más amplio de duración de la hipoteca que bien podría fijarse en 25 años.” 
La COMISIÓN, tras breve debate, con seis votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular, dos del Grupo Socialista y el de Ciudadanos, y en contra del de CácERES TU por tener dudas en relación con la necesidad de obtención determinados terrenos adscritos por el PGM al Ayuntamiento, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente, y dictamina favorablemente la aprobación del Programa de Ejecución de la Unidad de actuación única del sector  de Suelo Urbanizable con ordenación pormenorizada del PGM,  S.1.03 (o) “NUEVO FERIAL” con las condiciones indicadas en el informe trascrito, aceptando la garantía hipotecaria propuesta.

LICENCIAS

7º.- 
Información urbanística sobre uso de explotación porcina como uso no independiente de la tierra en Finca “Criadero Santa Maria”.


Se presenta a la Comisión la Información urbanística sobre uso de explotación porcina como uso no independiente de la tierra en Finca “Criadero Santa Maria”, tramitada a instancias de Dª Maria Teresa Julia Gómez Rodríguez (LIC-VAR-0083-2017). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 21 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Se recibe escrito por el que se solicita informe jurídico y dictamen de la Comisión de Urbanismo de este Ayuntamiento para confirmar que el uso de explotación porcina no constituye “un uso independiente de la tierra”, a efectos de remitir dichos informes y dictamen interpretativo de la Comisión de Urbanismo municipal a la Junta de Extremadura a efectos de que sea viable la tramitación de la Declaración de Impacto Ambiental, y aclarar que desde el punto de vista municipal el uso proyectado se considera viable, en contra de lo informado por la Dirección General de Urbanismo en informe urbanístico de legalización de explotación porcina de fecha 27 de noviembre de 2014 emitido conforme a la previsión del artículo 10 de la Ley 12/2010 de Impulso al Nacimiento y Consolidación de Empresas en la Comunidad Autónoma de Extremadura. 

Dicho informe considera que a pesar de que el artículo 3.4.39 del Plan General Municipal (PGM) contempla la compatibilidad de “usos vinculados a explotaciones ganaderas” en Suelo No Urbanizable de protección ambiental Dehesa (SNUP-D), el artículo 3.4.17 que regula el “uso de explotaciones ganaderas” establece que cuando estas actividades constituyan “un uso independiente de la tierra” se regularán como “usos de carácter productivo incompatibles con el medio urbano” regulados en el artículo 3.4.14, los cuales no están previstos para el SNUP-D, y por lo tanto informa desfavorablemente. 

El informe se basa en contemplar que el uso de explotación porcina es un “Uso de carácter productivo incompatible con el medio urbano del 3.4.14 porque es incardinable en su definición como “Uso relacionado con la explotación agraria que por su dimensión industrial, grado de transformación de la materia prima u otros factores no están directamente ligados a la tierra, pero requieren emplazarse en el medio rural”. 

El técnico que suscribe, al igual que el informe técnico del Servicio de Urbanismo, del que se adjunta copia, considera que esta interpretación no es correcta. 

La Explotación porcina de las características que se pretende es un uso íntimamente relacionado con la explotación agraria en una finca de 598 hectáreas de dimensión, las cuales se utilizan íntegramente para la cría del ganado porcino de forma extensiva, desarrollándose de forma tradicional con naves de paridera y lactación, y cercas o patios de ejercicio para su posterior salida al campo de forma extensiva. 

Entender que esta forma de cría tradicional y propia de la dehesa es un uso incompatible con el medio porque no está directamente ligado a la tierra creo que es erróneo. 

Debemos recordar que la existencia de la dehesa se debe a la intervención del hombre para la explotación del medio, a través de los usos tradicionales como es la explotación porcina. 

La Dehesa se encuentra definida y protegida tanto por el Plan General Municipal que la define en su artículo 3.4.39 como: 

“Dehesa: Se trata de un paisaje en el que destacan los fuertes rasgos de naturalidad que incluye parte de la Zona de Especial Protección para las Aves, ZEPA. Dada la importancia ecológica y paisajística de la zona, se limita la utilización y edificación a los usos tradicionales que han posibilitado esta situación. Se han señalado como tal aquellas zonas del término municipal que basándose en el estudio territorial, se entienden comprendidas en este singular ecosistema artificial de formas onduladas y presencia de arbolado formado por encinas y alcornoques de densidad variable. No obstante, la práctica totalidad del espacio protegido por esta categoría se corresponde con las zonas bajas de la Sierra de San Pedro, de tal forma que es difícil delimitar el paso de una zona a otra, aunque existen formaciones aisladas en otras zonas del municipio.”
Dentro del propio término municipal, en zonas con aún mayor protección ambiental afectadas por la ZEPA, encontramos que el Plan Rector de Uso y Gestión de la ZIR Sierra de San Pedro define a la dehesa y establece los usos tradicionales entre sus finalidades y objetivos:  

“1.4. CARACTERÍSTICAS PAISAJÍSTICAS.

Dentro de la comarca natural definida como ZIR sierra de San Pedro, pueden establecerse dos tipos de paisajes: la dehesa y la sierra. Por lo general, la dehesa se desarrolla en el llano. Como consecuencia de la explotación sostenida por parte del hombre, se ha eliminado la vegetación arbustiva a favor de la herbácea, dejando una serie de árboles adultos separados entre sí y con una densidad que varía según las circunstancias. 

2.1. FINALIDADES DEL PLAN RECTOR DE USO Y GESTIÓN.

…las aportaciones básicas al P.I.B. generado en este territorio proceden de las explotaciones agrícolas, ganaderas, forestales y cinegéticas que se ubican en el mismo y que con carácter general han demostrado plena compatibilidad con el medio, que ha sido fundamental para alcanzar el alto grado de conservación actual.

De esta forma, la conservación de los recursos naturales del territorio, aspecto prioritario en la ZIR de Sierra de San Pedro, debe ser compatible con la finalidad básica de todo espacio natural, que es la de promover y potenciar el desarrollo de actividades económicas que reviertan en una mejora del nivel de vida de las poblaciones locales. En definitiva, propiciar el desarrollo sostenible en toda su área de influencia. 

2.2. OBJETIVOS GENERALES DE LA ZIR DE SIERRA DE SAN PEDRO.

La gestión de la ZIR se rige por los objetivos y directrices que a continuación se contemplan y que constituyen el elenco básico de iniciativas a desarrollar.

Mantener los usos y aprovechamientos que han posibilitado el mantenimiento de los valores naturales que confieren importancia al territorio de la ZIR, como espacio para la protección y conservación de hábitats y especies de importancia medioambiental, que a los efectos y con carácter general no tendrán la condición de impactantes.”

De este modo, entendemos que una explotación porcina tradicional extensiva como la que se proyecta, es un uso perfectamente viable en el suelo que se pretende instalar, puesto que se trata de un uso íntimamente ligado a la tierra, dado que la crianza del ganado porcino se realiza en la propia finca, constituyendo además un uso tradicional y propio de la Dehesa extremeña permitido por el Plan General Municipal y por los propios Planes Rectores de Uso y Gestión de la ZEPA Sierra de San Pedro, al ser considerado un uso tradicional dependiente de la tierra. 

Entendemos que la previsión que hace el artículo 3.4.14 como usos de carácter productivo incompatibles con el medio urbano se refiere a actividades que no tienen vinculación alguna con el medio donde se ubican, “por su dimensión industrial, grado de trasformación de la materia prima…” circunstancias que en absoluto considero que se den en el presente supuesto. 

Por todo ello, considero que este Ayuntamiento, a través de la Comisión de Urbanismo podría pronunciarse sobre la interpretación del concepto “uso independiente de la tierra” con carácter general, y en concreto sobre este supuesto considerándose que la explotación porcina es un uso propio de la dehesa y no se trata de un uso independiente de la tierra. 

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe trascrito, y dictamina favorablemente la información urbanística interpretando que el uso de de explotación porcina en general, y en particular el desarrollado en la Finca Criadero Santa María, se trata de un uso no independiente de la tierra y por tanto compatible urbanísticamente con la calificación de Suelo No Urbanizable de Protección Dehesa.  
8º.- 
Calificación urbanística para actividad extractiva en finca La Pedregosa.

Se presenta a la Comisión la solicitud de calificación urbanística para la actividad extractiva en finca La Pedregosa, tramitada a instancias de D.ª Beatriz Sevilla Díaz en representación de Áridos Sevilla S.L. (LIC-OMA-0108-2017). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 20 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Se presenta solicitud de calificación urbanística para la implantación de explotación minera extractiva en parcela 192 del polígono 26 de Cáceres en la finca La Pedregosa, tramitada a instancias de Dª Beatriz Sevilla Díaz en nombre y representación de la Mercantil Sevilla Nevado S.L. 

 CALIFICACION URBANISTICA

Legislación aplicable: 

Artículos 18-29 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (LSOTEX) (Diario Oficial de Extremadura de 3 de enero de 2002, nº 1) con las modificaciones introducidas por la Ley 9/2010, de 18 de octubre, de Modificación de la LSOTEX (MLSOTEX 09/2010) y la Ley 10/2015, de 8 de abril, de Modificación de la LSOTEX (MLSOTEX 10/2015)
Antecedentes de hecho:

Las presentes instalaciones fueron objeto de calificación urbanística otorgada por Resolución de la Dirección General de Transportes, Ordenación del Territorio y Urbanismo de la Junta de Extremadura de fecha 31 de mayo de 2013, así como posterior licencia de actividad municipal, si bien dicha calificación fue dejada sin efecto por Sentencia nº 87 de 30 de abril de 2015 de la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Extremadura al considerar que el proyecto no había sido sometido en su totalidad a evaluación ambiental, al ser menor la superficie afectada por la evaluación ambiental que la incluida en la licencia y calificación. 

Con fecha de 13 de marzo de 2017 ha sido dictada nueva Resolución de la Dirección General de Medio Ambiente de la Consejería de Medio Ambiente y Rural, Políticas Agrarias y Territorio de la Junta de Extremadura por la que se formula la Declaración de Impacto Ambiental favorable (DIA) sobre el ámbito total que abarcan las instalaciones, habiendo sido recabados todos los informes sectoriales preceptivos, solventando por tanto la falta de evaluación ambiental por la que se dejó sin efecto la calificación, procediendo a la tramitación de nuevo de la calificación urbanística por este Ayuntamiento.   

Objeto de la solicitud: 

Se pretende legalizar las instalaciones de explotación minera denominada “La Pedregosa” en una superficie aproximada de 7 has.  

Los terrenos están calificados por el Plan General Municipal como Suelo no urbanizable de protección Dehesa (SNU-D) en el que de conformidad con el informe municipal del Servicio de Urbanismo la actividad extractiva pretendida es viable (artículo 3.4.49), previa calificación urbanística de los terrenos. 

El informe del Servicio de Urbanismo opina que tal como establece el PGM en su artículo 3.4.21 se debería someter a una “Junta de Evaluación de carácter interadministrativo y de representantes de agrupaciones públicas o privadas en orden de garantizar la necesaria seguridad en el informe municipal sobre la petición”, “para analizar si la explotación extractiva deriva en lesión de los valores de especial protección establecidos en el planeamiento”. 

En mi opinión, en primer lugar, la petición de este asesoramiento, tal como establece el propio precepto (“podrá solicitarse”), es de carácter potestativo y voluntario por los órganos competentes municipales si así lo consideran, por lo que en todo caso será superior criterio quien deba considerar la conveniencia o no de dicho asesoramiento. 

En segundo lugar, lo considero totalmente innecesario puesto que la petición ha cumplido estrictamente las obligaciones medioambientales exigidas por la Ley 16/2015 de protección ambiental de la Comunidad Autónoma de Extremadura, habiendo sido sometido el expediente al análisis técnico de evaluación ambiental, obteniendo la  Declaración de Impacto Ambiental (DIA) FAVORABLE por la Dirección General de Medio Ambiente de la Junta de Extremadura, habiendo sido evacuados todos los informes sectoriales y los trámites procedimentales y de información pública debidamente cumplimentados. Por tanto, considero que el asesoramiento de una “junta de evaluación” sería volver sobre asuntos ya informados, estudiados y aceptados por los órganos competentes en materia medioambiental, debiéndose evitar duplicidades en la tramitación administrativa, dado que ese “análisis de si la explotación extractiva deriva en lesión de los valores de especial protección del planeamiento” ya ha sido realizado por el órgano medioambiental que legalmente tiene esa competencia y que ha emitido una Declaración de Impacto Ambiental favorable.  

Considero que debemos entender que esta previsión que realiza el planeamiento de poder consultar a una “Junta de evaluación”, es una posibilidad que prevé la norma municipal para el supuesto de que la solicitud no haya sido sometida previamente a una evaluación ambiental. Debemos recordar que la aprobación del PGM se produce en el año 2010 y que la norma de calidad ambiental que somete a este proyecto a evaluación es de 2015. 

En cuanto a la calificación urbanística de los terrenos el artículo 24 de la Ley 15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura (en adelante LSOTEX) dice literalmente:

“Artículo 24. Calificación urbanística del suelo no urbanizable protegido.



En el suelo no urbanizable de protección sólo podrán producirse las calificaciones urbanísticas que sean congruentes con las actividades y usos que expresamente permita el planeamiento de ordenación territorial y urbanística. 



En ningún caso serán posibles calificaciones que permitan la autorización de actos que tengan por objeto cualquiera de los contemplados en las letras b), c), f) y h) del artículo anterior, cuando el planeamiento de ordenación territorial y urbanística considere que éstos son incompatibles con el régimen de protección que establezca.”



Por referencia, el artículo 23.b) se refiere al supuesto que nos ocupa, “La extracción o explotación de recursos y la primera transformación, sobre el terreno y al descubierto, de las materias primas extraídas”,  por lo que si este uso fuera incompatible con el planeamiento, no sería posible la calificación urbanística de esos terrenos, lo que no es el caso, puesto que el artículo 3.4.39 permite expresamente las actividades extractivas en este tipo de suelo de protección Dehesa (SNU-D) tal como ha informado Urbanismo. 

“Artículo 3.4.39.3. PGM: 


En relación con los usos y actividades recogidos en la sección 3. Usos vinculados a Actuaciones específicas e interés público, se estará a lo siguiente: 


- Siempre que lo permitan el resto de las limitaciones concurrentes, en las categorías de Protección de Llanos y Dehesa, de entre los Usos de carácter productivo (3a), se permiten los usos vinculados a explotaciones extractivas, según lo regulado en los artículos 3.4.21 y 3.4.33, en su apartado 4.”
Por otra parte, según el artículo 26.1.2.b) de la LSOTEX “La calificación urbanística es previa a la licencia municipal, la declaración responsable o la comunicación previa y su establecimiento corresponde a la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística para la legitimación de todos los actos previstos en el apartado 3 del artículo 18 que pretendan ejecutarse en suelo no urbanizable protegido de cualquier Municipio y común en Municipios de menos de 20.000 habitantes de derecho. En los restantes supuestos la calificación urbanística corresponde a los Municipios, que se pronunciarán sobre ella en el procedimiento de otorgamiento de licencia y con motivo de la resolución del mismo.”



Por tanto estamos ante una calificación urbanística en suelo no urbanizable protegido por lo que su otorgamiento y consiguiente tramitación corresponde a la Consejería competente en materia de ordenación territorial y urbanística. 

Los terrenos que se pretenden calificar cumplen la unidad rústica apta para la edificación de conformidad con la LSOTEX y el artículo 3.4.49 del PGM (2,5 ha). La afección de suelo debe ser inscrita en el Registro de la Propiedad y acreditarse como requisito para el otorgamiento de la preceptiva licencia posterior, de conformidad con lo establecido en el artículo 26.1.1 de la LSOTEX. 

A la vista de cuanto antecede, deberán tenerse en cuenta las siguientes consideraciones: 
En cuanto a la necesidad de repetir todos los trámites del procedimiento y validez de informes sectoriales ya emitidos en la DIA, será la Dirección General de Urbanismo la que debe pronunciarse sobre la oportunidad de los principios de convalidación y/o conservación de actos y trámites establecida en los artículos 51 y 52 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, de Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 

Las condiciones establecidas en la DIA y en el resto de informes sectoriales deberán ser observadas en la resolución y en la posterior licencia de obras que se conceda. 

El canon urbanístico referido en los artículo 18.3 y 27.1.4º y 2 de la LSOTEX asciende al 2% en concepto de aprovechamiento urbanístico ha sido fijado por los servicios económicos de este Ayuntamiento ascendiendo a la cantidad de 2.280 euros, constando la carta de pago en el expediente. 

2. La cuantía del canon urbanístico será como mínimo del dos por ciento del importe total de la inversión a realizar para la ejecución de las obras, construcciones e instalaciones e implantación de las actividades y los usos correspondientes, excepto en el supuesto del uso residencial familiar no vinculado a explotaciones de naturaleza agrícola, forestal, ganadera, cinegética al servicio de la gestión medioambiental o análoga en el que se aplicará una cuantía mínima del 5 por ciento.

En el caso de establecimientos o actividades destinados a industria agroalimentaria, agricultura y ganadería ecológica, turismo rural o energías renovables y los procesos productivos industriales justificados en razones de interés general , así como en la rehabilitación de edificaciones y construcciones que no tengan destino a vivienda, los municipios podrán establecer, mediante las correspondientes ordenanzas municipales, bonificaciones de la cuantía del canon urbanístico de hasta el 50 por ciento de su importe y su pago fraccionado por periodos regulares de tiempo. En cualquier caso, el canon debe quedar plenamente satisfecho en el plazo de 5 años desde la fecha de la resolución que otorga la calificación urbanística.

La materialización y formalización de la entrega, en la forma que en cada caso proceda, será requisito indispensable para la eficacia de la licencia y el comienzo de las obras o, en su caso, para la presentación de la declaración responsable o comunicación previa.

Los terrenos objeto de entrega sustitutiva podrán pertenecer a cualquier clase de suelo, debiendo cumplir lo dispuesto en el artículo 40.”

En la Resolución que recaiga, en su caso, y en la posterior licencia de obras que se conceda, se observarán las condiciones contenidas en los informes y autorizaciones sectoriales de los organismos afectados, tal como establece el artículo 26.1.2.a) de la LSOTEX.  

 “26.1.2. Administrativos:


a) 
La acreditación del otorgamiento, previo a la concesión de la calificación y el otorgamiento de la licencia, de cualesquiera concesiones o autorizaciones administrativas, u otras que fueran necesarias conforme a la legislación administrativa aplicable. No obstante, bastará para el otorgamiento de la calificación urbanística la incorporación al expediente de copia de las solicitudes de las concesiones, autorizaciones o informes pertinentes, excluida la preceptiva evaluación de impacto ambiental, en cuyo caso la eficacia de la calificación urbanística quedará condicionada a la obtención de los correspondientes informes o resoluciones favorables.”

Por lo que se refiere al plazo de la calificación, éste quedará fijado en la posterior licencia municipal, con sujeción a los criterios de los artículos 18.3 y 29 de la LSOTEX y a la vista del concreto proyecto técnico para la obtención de aquella. 

Por otra parte, considero conveniente que se advierta en la futura licencia lo establecido en el artículo 29.3 y 4 de la LSOTEX 

3. Las licencias municipales caducarán: a. Por incumplimiento de las condiciones de la calificación urbanística o de las demás impuestas en las licencias, así como de cualesquiera otras determinaciones sustantivas de la ordenación territorial y urbanística. “

4. La caducidad de la licencia municipal supondrá la de la calificación urbanística presupuesto de la misma, implicará el cese de la actividad o el uso legitimado por una y otra y determinará, sin necesidad de requerimiento u orden de ejecución algunos, el comienzo del cómputo de los plazos de ejecución previstos en el correspondiente plan de restauración o de trabajos de reposición de los terrenos a determinado estado para el cumplimiento de esta obligación.”

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 26.1.1.último párrafo, de la LSOTEX, los terrenos afectados quedarán vinculados legalmente a las obras, construcciones e instalaciones y sus correspondientes actividades y usos, vinculación que implicará la afectación real de la unidad a estas obras e instalaciones legitimadas mediante calificación y la posterior licencia. Mientras estas permanezcan vigentes la unidad no podrá ser objeto de acto alguno que tenga por objeto o consecuencia su parcelación, división, segregación o fraccionamiento. La inscripción registral de esta afectación real deberá acreditarse ante el Ayuntamiento (administración competente) como requisito para el otorgamiento de la preceptiva licencia. 

El contenido de la calificación urbanística previa integrará legalmente el de las correspondientes licencias municipales a título de condiciones legales mínimas (art. 26.1.2 LSOTEX).  

En conclusión: 

Procede remitir el expediente de calificación urbanística solicitada con las condiciones establecidas en los informes técnicos municipales y sectoriales a la Dirección General de Urbanismo para su tramitación considerándose por este Ayuntamiento viable su otorgamiento.” 

La COMISIÓN, tras breve debate, por seis votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular, dos del grupo Socialista y del de Ciudadanos, y el voto en contra del vocal de CácERES TU, por considerar que se trata de una zona muy sensible ecológica, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la calificación urbanística de terrenos para actividad extractiva en finca La Pedregosa. 

9º.-
Licencia para proyecto de acondicionamiento de local para perfumería y artículos de regalo en C/ Londres C.C. Ruta de la Plata. 
Se presenta a la Comisión la solicitud de Licencia para proyecto de acondicionamiento de local para perfumería y artículos de regalo en C/ Londres C.C. Ruta de la Plata, tramitada a instancias de Thai Jon S.L. (LIC-OMA-0054-2017). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 20 de junio de 2017 dice literalmente: 
“El informe del Servicio de Urbanismo pone de manifiesto que el proyecto presentado incumple con las dotaciones de aseos y de aseos de minusválidos que establece la normativa, si bien considera que el asunto sea sometido a superior criterio dada la reiteración de esta problemática en locales ubicados en Centros Comerciales que cuentan con dotaciones de aseos de uso público y aseos de minusválidos. 

En primer lugar, la dotación de dos aseos es exigible por aplicación del Plan General Municipal y por las dimensiones del local. 

Art. 4.5.4.d) Aseos. Los locales comerciales dispondrán de los siguientes servicios sanitarios: hasta cien (100) metros cuadrados, un inodoro y un lavabo; por cada doscientos (200) metros cuadrados más o fracción, se aumentará un inodoro y un lavabo. A partir de los cien (100) metros cuadrados se instalarán independientemente para señoras y para caballeros. En cualquier caso, estos servicios no podrán comunicar directamente con la parte de local destinada al público en general, referida en el apartado g) Superficie de venta, salvo a través de un vestíbulo o zona de aislamiento.
En el PGM no se prevé exención alguna para esta situación de locales comerciales ubicados en Centros Comerciales, suponiendo esta exigencia un supuesto problemático que se reitera en los proyectos de adaptación de local. 

La comisión de Urbanismo podría interpretar la norma para estos supuestos en los que es necesario más de un aseo por superficie, considerando que los aseos del Centro complementan los mismos y dan servicio a todos los locales, debiendo, en mi opinión, al menos proyectarse uno, puesto que la normativa laboral exige que en todo centro de trabajo exista un aseo para los trabajadores, y en este caso, el centro de trabajo es el local comercial, no el Centro donde se ubica el mismo. 

En segundo lugar, respecto a la necesidad de que los aseos sean adaptados establecida en el DB SUA, la Comisión de Urbanismo podría considerar que esa exigencia de aseo adaptado “por fracción” (o sea, uno en todo caso) se podría eximir con la existencia de aseos adaptados para el público con que cuenta el Centro Comercial. 

Ante esta situación se somete a superior criterio para que se tenga en consideración estas peculiaridades a efectos de eximir de su cumplimiento íntegro a estos locales, dado que es una problemática extendida.

Vista la documentación aportada y el procedimiento seguido, el técnico que suscribe no observa otros inconvenientes jurídicos para poder acceder a lo solicitado en materia de su competencia.

En el supuesto que fuera concedida la licencia deberán observarse las siguientes CONDICIONES GENERALES:

No obstante, al tratarse de obras para la instalación de una actividad deberá imponerse como condición: con carácter previo al ejercicio de la actividad deberá iniciar el procedimiento de comunicación previa o comunicación ambiental ante la Sección de Actividades según legalmente corresponda. 
Una vez finalizadas las obras se incorporará al expediente Certificado final de obras visado, y previo a la puesta en funcionamiento un certificado acústico realizado por laboratorio de ensayo acreditado, de conformidad con el artículo 4 de la Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente en materia de Ruidos y Vibraciones (BOP Cáceres de18 junio de 2009).
Asimismo, según informe del Ingeniero Industrial de la Inspección de Servicios Municipal, se deberá cumplir la siguiente condición: 

Se presentará certificado final de la instalación eléctrica, certificado de dirección, y de inspección inicial por un organismo de control. 

En el supuesto de que se pretenda realizar nueva conexión a la red de saneamiento y/o abastecimiento en todo caso, se deberá cumplir el pliego de condiciones elaborado por el Servicio de Infraestructuras del cual se adjunta copia, debiendo ponerse en contacto con la empresa concesionaria del servicio de aguas. 

Una vez finalizadas las obras deberá presentar fotocopia sellada de la presentación en el registro de Catastro del documento de alteración catastral (modelo 902 o el que legalmente corresponda).

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”

Surge debate en el que se pone de manifiesto la variada casuística que puede surgir, y las diferentes exigencias a locales grandes y pequeños, y centros comerciales con suficientes aseos o no, en los que en unos casos si necesitarán cumplir la dotación establecida en el Plan General y en otras se podrá considerar su exención dentro del local. 

El Sr. Hurtado, del Grupo Socialista, solicita que sea traído para su estudio por esta Comisión las exigencias de dotaciones de aseos en Centros Comerciales y locales en edificios existentes. 
El Sr. Pacheco contesta que así se hará. 
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, vistos los informes obrantes en el expediente dictamina favorablemente la concesión de Licencia para proyecto de acondicionamiento de local para perfumería y artículos de regalo en C/ Londres C.C. Ruta de la Plata con un único aseo para sus trabajadores dentro del local, al considerar que la dotación de aseos del Centro Comercial cumple esa función. Asimismo, dictamina establecer como criterio interpretativo la posibilidad de exención de total cumplimiento de dotaciones de aseos en Centros Comerciales, pero que deberán ser estudiados caso por caso, dada la variada casuística que puede surgir. 
10º.-
Licencia para proyecto de ejecución de acondicionamiento de local para “taller de tapicería y exposición de decoración” en C/ Ceres nº 14 bajo. 
Se presenta a la Comisión la solicitud de Licencia para proyecto de ejecución de acondicionamiento de local para “taller de tapicería y exposición de decoración” en C/ Ceres nº 14 bajo, tramitada a instancias de D.ª Rosa María Mellado Flores en representación de Melián (LIC-OMA-0197-2017). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 10 de julio de 2017 dice literalmente: 
“Se pretende la instalación de un taller de tapicería y exposición de decoración en C/ Ceres nº 14.
El informe de Urbanismo establece que la actividad que se pretende desarrollar se trata de un uso terciario industrial clase a) industria categoría 2ª “industria artesanal” por lo que se deben justificar las condiciones particulares para el uso industrial establecidas en el artículo 4.4.4 del PGM, entre las que, entre otras condiciones, se requiere la instalación de dos aseos diferenciados con vestuarios.

Artículo 4.4.2. Categoría 2ª. Industria artesanal: Comprende actividades cuya función principal es la obtención, transformación, conservación, restauración o reparación de bienes y productos, generalmente individualizables, por  procedimientos no seriados o en pequeñas series, en las que la intervención directa del operario o artesano adquiere especial relevancia.
Artículo 4.4.4.2.d) Aseos. Dispondrán de aseos independientes para ambos sexos, que contarán con un (1) inodoro, un (1) urinario, un (1) lavabo y una (1) ducha por cada grupo de veinte (20) obreros o fracción. Estas piezas deberán estar provistas de un vestíbulo previo de independencia,
El solicitante manifiesta que la actividad es de un contenido más comercial que industrial, puesto que su actividad se basa principalmente en la venta de telas, y la realización por encargo de cortinajes, forros, tapicerías, etc. Asimismo, manifiestan que la actividad es desarrollada por un matrimonio por lo que consideran innecesaria y excesiva la exigencia de dos aseos completos con ducha diferenciados por sexo con el coste económico que ello conlleva, teniéndose en cuenta que no son destinados a público y son de uso exclusivo de los trabajadores, así como la innecesariedad de que el aseo sea adaptado, dado que es para uso privado.   

Considero que la Comisión de Urbanismo con superior criterio podría considerar la peculiaridad del caso, dado que exigir parámetros de actividad industrial a una pequeña actividad, cuya actividad si bien es una industria artesanal de tapicería su principal uso es comercial, regentada y gestionada por dos trabajadores que son matrimonio por lo que la exigencia de aseos diferenciados se podría antojar excesiva. 

En cuanto a las deficiencias manifestadas en el informe de Urbanismo en materia de accesibilidad y en materia de ruidos, considero que sería necesario que fueran solventadas antes de la concesión de la licencia, en el caso de que la Comisión dictaminara favorablemente sobre los aseos en uso industrial. 

Vista la documentación aportada y el procedimiento seguido, el técnico que suscribe no observa inconvenientes jurídicos para poder acceder a lo solicitado en materia de su competencia.

En el supuesto que fuera concedida la licencia deberán observarse las siguientes CONDICIONES GENERALES:

No obstante, al tratarse de obras para la instalación de una actividad deberá imponerse como condición: con carácter previo al ejercicio de la actividad deberá iniciar el procedimiento de comunicación previa o comunicación ambiental ante la Sección de Actividades según legalmente corresponda. 
Una vez finalizadas las obras se incorporará al expediente Certificado final de obras visado, y previo a la puesta en funcionamiento un certificado acústico realizado por laboratorio de ensayo acreditado, de conformidad con el artículo 4 de la Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente en materia de Ruidos y Vibraciones (BOP Cáceres de18 junio de 2009).
Asimismo, según informe del Ingeniero Industrial de la Inspección de Servicios Municipal, se deberá cumplir la siguiente condición: 

Se presentará certificado final de la instalación eléctrica, certificado de dirección, y de inspección inicial por un organismo de control. 

En el supuesto de que se pretenda realizar nueva conexión a la red de saneamiento y/o abastecimiento en todo caso, se deberá cumplir el pliego de condiciones elaborado por el Servicio de Infraestructuras del cual se adjunta copia, debiendo ponerse en contacto con la empresa concesionaria del servicio de aguas. 

Una vez finalizadas las obras deberá presentar fotocopia sellada de la presentación en el registro de Catastro del documento de alteración catastral (modelo 902 o el que legalmente corresponda).

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la viabilidad de Licencia para proyecto de ejecución de acondicionamiento de local para “taller de tapicería y exposición de decoración” en C/ Ceres nº 14 bajo con un solo aseo para los trabajadores, considerando que la actividad, a pesar de ser industrial, por tamaño y número de trabajadores se debe equiparar a un uso comercial, si bien deberán ser resueltas previamente el resto de deficiencias.
La Sra. Jiménez y el Sr. Calvo del Grupo Popular y de Ciudadanos se ausentan de la sesión para el siguiente asunto al considerar que podrían incurrir en causas de abstención al ser residentes algún familiar y ellos mismos en la Comunidad de Propietarios afectada. 

11º.-  
Licencia para instalación de salida de humos en fachada en Avda. Antonio Hurtado nº 6 bajo. 

Se presenta a la Comisión la solicitud de Licencia para instalación de salida de humos en fachada de local comercial sito en Avda. Antonio Hurtado nº 6 bajo para café bar denominado “Cosmos”, tramitada a instancias de D. Antonio Ballel en representación de Seisballcan C.B. (LIC-OME-0254-2017). El informe emitido por el Jefe de la Sección de Licencias de fecha 26 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Vistos los informes técnicos obrantes en el expediente debo informar: 

Que muestro mi conformidad con los informes técnicos así como la conveniencia de que el presente supuesto sea sometido a superior criterio de la Comisión de Urbanismo, puesto que si bien el proyecto presentado no cumple estrictamente las prescripciones establecidas en el Plan General Municipal (artículos 4.5.7 y 6.6.3 modificados por la modificación del PGM en materia de evacuación de humos, BOP nº 56 de 22 de marzo de 2016) y en la Ordenanza Reguladora de evacuación de humos y actividades recreativas, (aprobada por acuerdo de Pleno de 15 de octubre de 2015 -BOP nº 56 de 22 de marzo de 2016), el técnico redactor justifica detalladamente que la solución adoptada es la única viable físicamente dada las peculiaridades de la fachada del local de tan solo 3 metros, y así lo corrobora el técnico de Urbanismo por lo que considera que sea sometida esta excepcionalidad a superior criterio de la Comisión, permitiendo que la salida no cumpla los 1,5 metros a huecos en vertical y 3 metros en horizontal (tiene 1 y 2 metros respectivamente), bien como interpretación de la norma tal como se permite expresamente la excepcionalidad para la altura de la salida de humos por debajo de 3 metros, siempre que quede debidamente justificado, bien iniciándose una modificación de la Ordenanza. 
En mi opinión, del texto de la Ordenanza se podría interpretar que la referencia a “pudiendo ser menor” que hace la ordenanza se podría hacer extensiva no solo a la altura de evacuación al suelo de tres metros, sino también a la previsión que hace el mismo párrafo para el plano vertical y horizontal de 1.5 y 3 metros, por lo que de ser así considerado, esta interpretación permitiría la instalación de esa extracción, pero en mi opinión, siempre debería quedar debidamente justificado por el técnico redactor y ser aceptada la misma por el Servicio de Urbanismo.

“ORDENANZA MUNICIPAL REGULADORA DE LA EVACUACIÓN DE HUMOS DE ACTIVIDADES

RECREATIVAS EN LA CIUDAD DE CACERES.
3. En el plano vertical no será inferior a 1,5 m y 3 metros en el plano horizontal. La distancia de la salida de evacuación al suelo no será inferior a 3 metros, pudiendo ser menor, a criterio municipal, debidamente justificado.”
Vista la documentación aportada y el procedimiento seguido, el técnico que suscribe no observaría otros inconvenientes jurídicos para poder acceder a lo solicitado en materia de su competencia.

Una vez finalizadas las obras se incorporará al expediente Certificado del correcto funcionamiento de la instalación de evacuación de humos y de la ventilación, certificado de la instalación de gas, certificado acústico realizado por laboratorio de ensayo acreditado, de conformidad con el artículo 4 de la Ordenanza Municipal de Protección del Medio Ambiente en materia de Ruidos y Vibraciones (BOP Cáceres de 18 junio de 2009) y habilitar libro registro de mantenimiento, cambios de filtros, limpieza, etc, documentación técnica de los extintores automáticos con contrato de mantenimiento.

Es cuanto debo informar, para su conocimiento y efectos oportunos.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes obrantes en el expediente y dictamina favorablemente la concesión de la licencia para instalación de salida de humos en fachada en Avda. Antonio Hurtado nº 6 bajo, adoptando esta interpretación del precepto como criterio interpretativo para otros supuestos, que deberán quedar debidamente justificados como este. 

Se incorporan a la sesión la Sra. Jiménez y el Sr. Calvo.

12º.- 
Permiso de obra menor para instalación de cartel publicitario de obra en varias parcelas. 

Se presenta a la Comisión la solicitud de varios permisos de obra menor para la instalación de cartel publicitario en varias parcelas sitas en C/ Ronda San Francisco, C/ Las Ocas y C/ Las Águilas, tramitada a instancias de Nivel Publicitarii Digital S.L. en representación de la Sociedad de gestión de Activos procedentes de la Reestructuración Bancaria S.A. (SAREB) (Expedientes LIC-OME-0674-2017; LIC-OME-0674-2017; LIC-OME-0674-2017). El informe emitido por el Jefe del Servicio de Urbanismo dice literalmente: 
“El técnico que suscribe informa que el objeto de la solicitud es una valla publicitaria en el interior de la parcela con el correspondiente anuncio a colocar con información de venta de suelo por la empresa SAREB; situación no prevista expresamente en la ordenanza municipal por lo que se rige por las condiciones generales de lo que excepcionalmente puede concederse previo informe de la C.I.U. (artº 10.3.2. de la Ordenanza) es por lo que se somete a superior criterio; con la condición, caso de autorizarse ,de que la valla estará para el uso exclusivo de esa situación publicitaria y que sólo puede estar colocada para ese fin hasta el inicio de la obra y en ningún caso por plazo superior a 1 año”.

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad a los informes trascritos y dictamina favorablemente la concesión de los permisos de obra menor para instalación de carteles publicitarios solicitados en C/ Ronda de San Francisco, C/ Las Ocas y C/ Las Águilas.
CONTRATACION
13º.-
Recurso de reposición contra la imposición de penalidades por incumplimiento del contrato de energía y gestión energética de las instalaciones de alumbrado público exterior del Excmo. Ayto de Cáceres.
Se presenta a la Comisión el Recurso de reposición contra la imposición de penalidades por incumplimiento del contrato de energía y gestión energética de las instalaciones de alumbrado público exterior del Excmo. Ayto de Cáceres, tramitada a instancias de la Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas S.A. (SICE). El informe emitido por la Secretaría General de fecha 3 de julio de 2017 dice literalmente: 

“INFORME JURIDICO.

Que se emite a efectos de resolver el recurso de reposición interpuesto  por la SOCIEDAD IBERICA DE CONSTRUCCIONES ELECTRICAS SA,  (SICE),  contra el acuerdo del Pleno de este Ayuntamiento de fecha 6 de abril de 2017, de imposición de penalidades por incumplimientos del contrato  de “SUMINISTRO DE ENERGIA Y GESTION  ENERGETICA DE LAS INSTALACIONES DE ALUMBRADO PUBLICO EXTERIOR DEL EXCMO. AYUNTAMIENTO DE CACERES.

ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS:

Primero: El Pleno de este Ayuntamiento, en sesión celebrada el día 6 de abril de 2017, adoptó el acuerdo cuya parte dispositiva es del siguiente tenor literal:

“A continuación, la Excma. Sra. Alcaldesa somete a votación la imposición a la empresa Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas, S.A., adjudicataria del contrato de Suministro de Energía y Gestión Energética de las Instalaciones de Alumbrado Público Exterior del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, de las siguientes penalidades, de conformidad con el informe emitido por el Sr. Secretario General, de fecha 3 de abril de 2017:

PRIMERO.- Imponer, a la empresa Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas, S.A. (SICE), una sanción del 1 por 100 del importe anual del contrato, al considerar cometida una única infracción muy grave por incumplimiento de los puntos 6.2.1. “incumplimiento de los niveles de iluminación actuales en cada espacio o local” y 7.2.2.2, por no “mantener las condiciones adecuadas de cada instalación según fija el pliego incumpliendo el compromiso de garantía de confort (niveles de iluminación)”, del Pliego de Prescripciones Técnicas; y que asciende a la cantidad de CATORCE MIL SETECIENTOS TRECE EUROS CON OCHENTA Y UN CÉNTIMOS (14.713,81€).

SEGUNDO.- Imponer, a la empresa Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas, S.A. (SICE), una sanción del 0,1% del importe total anual de contrato, por la comisión de una infracción leve prevista en el apartado 13.3.1 del PCAP, por el incumplimiento del art. 6.1.2, del Pliego de Prescripciones Técnicas, que establece que la empresa adjudicataria aportará la ingeniería necesaria para lleva a cabo todos los trámites oportunos con objeto de mantener legalizadas las instalaciones de iluminación sin coste adicional para este Ayuntamiento; al tratarse de la primera vez; y que asciende a la cantidad de MIL CUATROCIENTOS SETENTA Y UN EUROS CON TREINTA Y OCHO CÉNTIMOS (1.471,38€).

TERCERO.- Imponer, a la empresa Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas, S.A. (SICE), una sanción del 1% del importe total del contrato, por una infracción calificada como grave, por el incumplimiento del articulo 3º párrafo 5 del Pliego de Prescripciones Técnicas; y que asciende a la cantidad de CATORCE MIL SETECIENTOS TRECE EUROS CON OCHENTA Y UN CÉNTIMOS (14.713,81€).

El Excmo. Ayuntamiento Pleno por dieciséis votos a favor, once de los Concejales del Grupo Municipal del Partido Popular, cuatro de los Concejales del Grupo Municipal Ciudadanos-Partido de la Ciudadanía y uno de la Concejal del Grupo Municipal CACeresTú; ningún voto en contra; y ocho abstenciones, de los Concejales del Grupo Municipal Socialista acuerda la imposición de las penalidades reflejadas en el informe emitido por el Sr. Secretario General, con fecha 3 de abril de 2017, transcritas anteriormente, a la empresa Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas, S.A. (SICE), adjudicataria del contrato de Suministro de Energía y Gestión Energética de las Instalaciones de Alumbrado Público Exterior del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres.”
Segundo.-  Notificado dicho acuerdo a la empresa concesionaria, con fecha 10 de mayo de 2017, ha interpuesto recurso de reposición solicitando la revocación de dicho acuerdo plenario.


 CONSIDERACIONES JURIDICAS:

 Primero.-  El primer motivo de oposición al acuerdo plenario, va dirigido al primero de los acuerdos contenidos en su parte dispositiva, esto es,  a mostrar su disconformidad con la decisión municipal de imponer a  SICE una penalidad por importe de 14.713,81 euros, equivalente al 1% del importe anual del contrato, por la comisión de una infracción muy grave consistente en el incumplimiento del punto 6.2.1 del pliego de prescripciones técnicas,  (incumplimiento de los niveles de iluminación actuales en cada espacio o local, y 7.2.2.2. por no mantener las condiciones adecuadas de cada instalación según fija el pliego, incumpliendo el compromiso de garantía de confort).

 
 Considera que es un acuerdo contrario a  Derecho tanto en lo que respecta a los fundamentos fácticos de la misma, como en lo que concierne a su fundamentación jurídica.

 
En referencia a  las consideraciones de hecho,  afirma que el acuerdo no contiene dato alguno sobre la relación identificativa de los puntos de alumbrado público respecto de los que se aprecia el incumplimiento de los niveles de iluminación; datos sobre el nivel de iluminación existente antes de la entrada en vigor del contrato y nivel de iluminación existente en cada punto de alumbrado público respecto de los que se afirma existir disminución; es decir, el Ayuntamiento no solo ha probado los hechos que imputa a la empresa concesionaria en relación con los niveles de iluminación, sino que ni siquiera ha descrito los hechos de manera mínimamente suficiente como para permitir su derecho de defensa.

 
En el informe técnico emitido por la Sra. Jefe de Electricidad, de 6 de junio de 2017, por el contrario, se  pone de manifiesto que dicha Sección efectuó visitas de las actuaciones llevadas a cabo por SICE y se les informó, a través de correo electrónico, de las carencias en cuanto a niveles de iluminación que se daba en cada caso, tanto es así que se elaboró una relación de incidencias donde se recogen las mismas y las fechas de comunicaciones por correo electrónico desde que comienzan las sustituciones por SICE hasta la fecha del correo adjunto de fecha 17 de marzo y a las que SICE asignó numeración de referencia para el mejor entendimiento de las partes, demostrando que, en todo caso, dicha empresa era y es conocedora de la identificación de los lugares en los que no se cumplían los niveles de iluminación acordados  y por los que se ha impuesto penalidad. A dicha relación , se incorporaron las reclamaciones recibidas tras la fecha del correo y donde se va incorporando información de la situación de las mismas.

 A la vista del informe técnico, este primer motivo del recurso de reposición debe ser desestimado, porque al contrario de lo afirmado por la empresa adjudicataria, se han identificado y probado convenientemente los incumplimientos  contractuales que han dado lugar a la imposición de esta sanción, no habiéndose producido la indefensión que alega, cuando constan fehacientemente los requerimientos previos realizados por la Administración.

 Segundo.- En el segundo motivo del recurso de reposición,  se opone  la penalidad impuesta con base en razonamientos de naturaleza jurídica. Argumenta que la oferta de SICE contempla la sustitución de 14.560 luminaria, lo que supone una modificación de importancia, en los términos descritos en el apartado 3º del artículo 2º del RD 1890/2008 y que en el artículo 7º de dicho  Reglamento se establece que  se cumplirán los niveles máximos de luminaria o iluminancia y de uniformidad mínima permitida, en función de los diferentes tipos de alumbrado exterior según lo dispuesto en la  ITE-EA.02.  Este Ayuntamiento,  a solicitud de dicha empresa, estableció la clasificación de las vías que deben tener las calles de Cáceres según lo dispuesto en  la ITC-EA 02 ,   afirmando que SICE ha acatado los requerimientos asociados a dichas clasificaciones, y que son los niveles máximos de luminancia o iluminancia media de las instalaciones de alumbrado, que no pueden superar en más de un 20% los niveles medios de referencia establecidos en dicha norma técnica.

A criterio de esta Secretaría no se trata de una cuestión de interpretación jurídica de la norma, sino de la acreditación o no de su cumplimiento. En el informe técnico  de la Sra. Jefa de la Sección de Electricidad se señala que dicho Reglamento  ( RD 1890/2008) también indica que una vez finalizada la instalación del alumbrado exterior se procederá a efectuar las mediciones eléctricas y luminotécnicas, con objeto de comprobar los cálculos del proyecto.  La verificación comprenderá las mediciones de la potencia eléctrica consumida por la instalación, iluminancia media de la instalación y la uniformidad.  En dicha Sección no se tiene constancia de estas verificaciones y la comprobación  de los niveles exigidos según los requerimientos acordados por SICE y añade y esto es fundamental que “ de las comprobaciones realizadas, según se indica en el apartado anterior, se deduce el incumplimiento de dichos niveles”.

  
No se trata, por tanto, que el Ayuntamiento esté exigiendo a la empresa adjudicataria del contrato unos niveles de iluminación superiores a los niveles máximos establecidos en la normativa, en concreto, en el RD 1890/2008,  para lo cual, hubiera requerido la previa autorización del Servicio de Industria; por el contrario, se está limitando a  la aplicación de la normativa que invoca y de los niveles de iluminación exigidos y  que ha incumplido a criterio, de los servicios técnicos municipales.

Tercero. El tercer motivo de impugnación de la resolución adoptada, alega que la decisión municipal es extemporánea puesto que en la fecha en que se inició el expediente sancionador no resultaban exigibles las obligaciones en materia de niveles de iluminación y que para que una parte pueda imputar a la otra el incumplimiento de una obligación ésta debe ser necesariamente exigible. En el presente caso, reconoce que de acuerdo con el punto 7.3 del PPT, el plazo fijado para la realización de las obras es de un año de ejecución del contrato, pero dicho plazo no puede computarse desde la fecha de firma del contrato, sino desde que el contratista pueda comenzar realmente a ejecutar los correspondientes trabajos una vez realizados los trámites previos requeridos por los pliegos y por la normativa aplicable al caso.   Y de acuerdo con ello, concluye que el dies a quo del plazo de un año previsto en los pliegos es el 6 de junio de 2016, fecha de aprobación del preceptivo Plan de Seguridad y Salud, debiendo terminarse las obras antes del 7 de junio de 2017.

 
Esta Secretaría General considera que dicho motivo no debe acogerse. No se está sancionando a la empresa SICE por incumplimiento de los plazos totales o parciales previstos en el PPT; no es un problema de interpretación de la fecha de inicio del cómputo de dicho plazo,  sino por el contrario, del cumplimiento deficiente o ejecución defectuosa  de la obligación contraída de mantenimiento de los niveles de iluminación de las instalaciones del alumbrado público. Como bien señala el informe técnico de la Sra. Jefa de la Sección de Electricidad, no es justificable, en ningún caso, que una instalación que no cumple los requerimientos de iluminación se mantenga en esa situación durante un año o hasta el día 7 de junio de 2017, puesto que la obligación del Ayuntamiento es prestar este servicio en las condiciones necesarias desde su instalación y no transcurrido un año para su ejecución. Por ello, una vez ejecutada la obra, y advertidas las deficiencias  e incumplimientos en las instalaciones,  si no son subsanadas dentro del plazo concedido o  no se atiende a los requerimientos efectuados, la Administración está  facultada para la imposición de penalidades por dichos incumplimientos, a tenor de lo dispuesto en el artículo 212 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Publico.

 
En referencia,  a la alegación sobre infracción del principio de tipicidad,  considera  que en la resolución recurrida no se cita la infracción cometida que se limita a afirmar que se ha incumplido las obligaciones establecidas en los puntos 6.2.1 y 7.2.2.2 del PPT.

 
Dicha alegación no puede admitirse. En el acuerdo plenario se impone a SICE una sanción del 1 por 100 del importe anual del contrato, al considerar cometida una única infracción muy grave por incumplimiento de los puntos 6.2.1 “incumplimiento de los niveles de iluminación actuales en cada espacio o local y 7.2.2.2  “ por no mantener las condiciones adecuadas de cada instalación según fija el pliego incumpliendo el compromiso de garantía de confort ( niveles de iluminación) del Pliego de Prescripciones Técnicas. Se  identifican claramente las infracciones cometidas, que están tipificadas en el pliego de prescripciones técnicas como infracciones muy graves, a las que corresponden las sanciones que igualmente se determinan en dicho pliego.

 Cuarto.-  En el motivo cuarto, la empresa se opone a la sanción impuesta cifrada en 14.713,81 euros por la comisión de una infracción tipificadas en el artículo 13.1.5 del PCAP por desobediencia a la Administración titular de las instalaciones relativas a la  norma y régimen de los servicios en general o a las normas que regularán la prestación de los mismos. Considera que existe incongruencia entre los hechos en los que la resolución recurrida fundamenta la imposición de la sanción, y la infracción cometida, y por tanto,  que existe una violación del principio de tipicidad.

 Esta Secretaría General se reitera en su informe jurídico emitido en el expediente.  El artículo  3º, párrafo 5 del PPT establece que  se requerirá la expresa aprobación del Excmo. Ayuntamiento para cualquier actuación, obra, modificación relacionada con las instalaciones del alumbrado público, derivada de las obras y trabajos de renovación. Dicho trámite es preceptivo,  con independencia de que las obras realizadas en los cuadros 73 y 74 de Avda. de España estuvieran previstas en el Anexo III del Pliego de prescripciones técnicas, al no estar expresamente excluidas de dicho trámite, correspondiendo a la empresa contratista realizar la preceptiva solicitud de aprobación. Dicho incumplimiento  está tipificado como infracción muy grave en el artículo 13.1 5 de PCAP “desobediencia a la Administración titular de las instalaciones, relativas a la norma y régimen de los servicios en general o a las normas que regularán la prestación de los mismos”, no siendo admisible la alegación de falta de congruencia, existiendo la correspondiente correlación entre los hechos y  la infracción cometida.

 
Afirma que no existe tal incumplimiento porque no se acredita, al no constar en los archivos del Ayuntamiento, bien sea en el Libro de Ordenes de la Obra, bien en otro tipo de soporte documental. La alegación carece de fundamento. No es exigible el previo requerimiento o interpelación  de la Administración para el cumplimiento de una obligación que está expresamente prevista en el PCAP; la empresa era conocedora de la necesidad de obtener la preceptiva autorización, y  la ejecución de las obras sin dicha autorización, constituye una infracción del contrato que puede ser sancionada.

 Reitera la empresa concesionaria que esta obligación no era exigible al no haber transcurrido el plazo de un año que debe computarse desde la aprobación del Plan de Seguridad y Salud. Igualmente, esta alegación no debe acogerse, porque no es cierto que los pliegos concedan a dicha empresa un año para la obtención de la autorización municipal, sino que, por el contrario, esta autorización es previa a cualquier actuación sobre las instalaciones municipales.

 
Finalmente, dentro de este apartado cuarto del recurso,  invoca la nulidad de la  sanción al incumplirse la exigencia contenida en el artículo 212. 8 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público que establece que “ las penalidades se impondrán por acuerdo del órgano de contratación, adoptado a propuesta del responsable del contrato si se hubiese designado”; añade que inicialmente la imposición de penalidades a SICE  por este motivo respondió a la iniciativa de la responsable del contrato en su informe de 16 de diciembre de 2016, pero posteriormente, y a la vista de las alegaciones formuladas por dicha empresa,  se estimó  en relación con la desobediencia en las actuaciones en los citados cuadros 73 y 74 y concluía que  no procedía la imposición de penalidad alguna por este particular.

 
El motivo invocado debe ser desestimado.   Es cierto que la propuesta de penalidades deberá efectuarse por el  responsable del contrato, pero  dicho precepto legal no debe interpretarse en el sentido que dicha propuesta sea vinculante para el órgano de contratación, que podrá asumir e imponer las sanciones propuestas o disentir y apartarse de ella. Y esta última situación es la que se ha planteado en este expediente sancionador.  Inicialmente, la Sra. Jefa de la Sección de Electricidad  emitió un informe técnico en el que tras exponer los incumplimientos, proponía la imposición de sanciones, y que posteriormente,  a la vista de las alegaciones formuladas por la empresa concesionaria, emitió un nuevo informe en el que se aceptaban dichas alegaciones, pero  la Comisión Informativa de Urbanismo,  una vez analizado el expediente y los pliegos de cláusulas administrativas particulares, discrepó de dicho informe, y  propone al Pleno de la Corporación la imposición de penalidades al entender que se había acreditado debidamente la comisión de dicha infracción.  En definitiva, existiendo la propuesta inicial de sanción, nada impide al órgano de contratación discrepar del informe técnico, que no tiene carácter vinculante, e imponer la sanción de acuerdo con las determinaciones previstas en el PCAP.

Quinto.- Por último, la empresa discrepa con el apartado de la parte dispositiva del acuerdo plenario que le impone una penalidad de 1.471,38 euros por la infracción leve tipificada en el punto 13.3.1 del pliego administrativo, en relación con el incumplimiento del articulo 6.1.2 del PPT, consistente en la falta de aportación de la ingeniería necesaria para llevar a cabo todos los trámites oportunos con el objeto de mantener debidamente legalizadas las instalaciones  de iluminación sin coste alguno para el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres.    En relación con dicho extremo, se reitera en el contenido de las alegaciones en el sentido de que la legalización de las instalaciones ya se han producido  y  considera que no procede la imposición de penalidad alguna porque no ha dejado de prestar la ingeniería que el pliego le exige para las legalizaciones, no se incumplido ningún plazo para la realización de dicha legalización puesto que en el pliego no se recoge la existencia de plazo alguno al respecto y por último, los retrasos que se hayan podido producir en la legalización del suministro que nos ocupa, que es el alumbrado de acceso al recinto ferial, se ha debido a un error de la compañía distribuidora en la gestión del expediente.

 
La alegación debe desestimarse de acuerdo con el informe de la Sra. Jefa de la Sección de Electricidad en el que se afirma que se recibió un escrito de la empresa distribuidora para la regularización de la situación y realizar la liquidación correspondiente al haberse realizado un enganche sin contrato.  Efectivamente, consta en el expediente, una copia del escrito de IBERDROLA DISTRIBUCION ELECTRICA SAU, de 16 de marzo de 2017, que dice se ha observado las siguientes irregularidades: conexión sin contrato de la instalación en calle Ferial num. 1-2, Bajo de Cáceres, y que dada la gravedad de los hechos, insta al Ayuntamiento a que se ponga en contacto con dicha empresa con el fin de regularizar la situación y realizar la liquidación correspondiente.

En consecuencia, queda acreditada la comisión de la infracción cometida y debe desestimarse.

  
 Es cuanto tengo que informar.”

La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la desestimación del recurso de reposición interpuesto contra el acuerdo del Pleno de este Ayuntamiento de fecha 6 de abril de 2017 por el que se acordó la imposición de penalidades a la Sociedad Ibérica de Construcciones Eléctricas S.A. (SICE) por incumplimiento del contrato de energía y gestión energética de las instalaciones de alumbrado público exterior del Excmo. Ayuntamiento de Cáceres.  

14º.-
Expediente para la declaración de prohibición para contratar con la Administración a la empresa Adomi Sacor S.L. 
Se presenta a la Comisión Expediente para la declaración de prohibición para contratar con la Administración a la empresa Adomi Sacor S.L., tramitada a instancias de este Ayuntamiento. El informe emitido por la Secretaría General de fecha 6 de junio de 2017 dice literalmente: 

“Asunto.- Expediente administrativo para la declaración de prohibición de contratar de la entidad ADOMI SACOR, S.L., por no hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes.

Examinado el expediente de referencia y, en cumplimiento de lo preceptuado en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula el régimen de los funcionarios de Administración Local con habilitación nacional y la Disposición Adicional Segunda del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, se emite el siguiente informe:

Antecedentes

Primero.- El día diecinueve de enero de dos mil siete se firmó con la entidad ADOMI SACOR, S.L., el contrato de Concesión del Servicio público de Gestión y mantenimiento de los Apartamentos de Estudiantes del Campus Universitario de la ciudad de Cáceres.
El contrato tenía una vigencia de cinco años, contados desde su formalización, prorrogables de mutuo acuerdo entre las partes, antes de su finalización, por períodos anuales hasta un máximo de diez años. 

Por Resolución de la Alcaldía-Presidencia, de fecha diecinueve de diciembre de dos mil dieciséis, se acordó la incoación de un nuevo expediente para la contratación de la gestión indirecta, mediante concesión administrativa, de este Servicio público.

Y por Resolución de la Alcaldía-Presidencia de fecha diecisiete de enero de dos mil diecisiete se acordó la continuidad del servicio, prorrogando la  vigencia del contrato hasta que el nuevo contratista se hiciera cargo del mismo, y en todo caso, hasta el día treinta de junio de dos mil diecisiete, teniendo en cuenta que la convocatoria de plazas de residentes en los apartamentos para estudiantes “Cáceres, Ciudad del Conocimiento”, se publicó en el Boletín Oficial de la Provincia, número 126, de uno de julio de dos mil dieciséis y que, en los términos de su artículo 3, el otorgamiento de una plaza de residente abarca desde el uno de septiembre de dos mil dieciséis hasta el quince de junio de dos mil diecisiete y que los apartamentos prestan servicio de alojamiento durante todo el año, por necesidades académicas; todo ello, de conformidad con el informe, de fecha dieciséis de enero de dos mil diecisiete, emitido por la Secretaría General, en el que se concluía lo siguiente:

“La vigencia de la concesión y las eventuales prórrogas serán las previstas en el contrato y en el pliego de cláusulas administrativas particulares, no siendo posible, de acuerdo con la legislación contractual, la prórroga del contrato no prevista inicialmente en éste,  ni la prórroga por tácita reconducción.

No obstante, según la  doctrina, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 128.1.1 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, en las concesiones,  la Administración puede imponer al concesionario continuar realizando las prestaciones propias de la concesión en tanto se resuelve sobre la continuidad del servicio, prorrogándose, así, la vigencia del contrato por el lapso de tiempo necesario para solventar esta situación”.
Segundo.- Mediante comunicación de la Alcaldía-Presidencia de fecha siete de abril de dos mil diecisiete se recordaba al adjudicatario la obligación de renovar, cada seis meses, contados a partir de la fecha de su expedición, los certificados acreditativos de estar al corriente en las obligaciones tributarias con la Hacienda estatal, y con el Ayuntamiento de Cáceres, así como con la Seguridad Social, y presentarlos ante este Ayuntamiento, de conformidad con lo preceptuado en la letra d) del apartado 1º del artículo 60 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre; con apercibimiento de que, si transcurrido UN MES, desde la fecha de la notificación, no se hubiera cumplimentado lo solicitado, se procedería a la realización de las actuaciones que legalmente procedieran ante dicho incumplimiento, las cuales podrían conllevar la instrucción del expediente administrativo para la declaración de la prohibición de contratar con esta Administración Pública, de acuerdo con lo previsto en el artículo 61 del TRLCSP, que en caso de producirse, sería causa de resolución del Contrato de Concesión del Servicio público de gestión y mantenimiento de los Apartamentos de Estudiantes del Campus Universitario de la ciudad de Cáceres. 

Y en escrito de fecha de entrada en este Ayuntamiento el día doce de mayo de dos mil diecisiete, presentado por D. Juan Saponi Mendo, en nombre y representación de la mercantil ADOMI SACOR, S.L., ponen en nuestro conocimiento que no se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social.

Tercero.- Ante este incumplimiento, la Alcaldía-Presidencia, por Resolución de fecha veintidós de mayo de dos mil diecisiete, acuerda la incoación de expediente administrativo para la declaración de la prohibición de contratar de la entidad ADOMI SACOR, S.L.”, por no hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 61 del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, que en caso de producirse, sería causa de resolución del Contrato de Concesión del Servicio público de de gestión y mantenimiento de los Apartamentos de Estudiantes del Campus Universitario de la ciudad de Cáceres. 

Consideraciones jurídicas

Primera.- Prohibición de contratar.

Conforme establece el artículo 60 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, (en adelante TRLCSP), en la letra d) de su apartado 1º, no podrán contratar con el sector público las personas que no se hallen al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que reglamentariamente se determinen.

En desarrollo de dicha Ley, los artículos 13 y 14 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Publicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, (en adelante RGLCAP), establecen que a los mismos efectos de lo previsto en el artículo 20, párrafo f), de la Ley (actualmente, letra d) del apartado 1º del artículo 60 del TRLCSP), se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o  con la Seguridad Social, cuando, en su caso, concurran las siguientes circunstancias:

Artículo 13º:-

a.- Estar dadas de alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas, en el epígrafe correspondiente al objeto del contrato, siempre que ejerzan actividades sujetas a este impuesto, en relación con las actividades que vengan realizando a la fecha de presentación de las proposiciones o de las solicitudes de participación en los procedimientos restringidos, que les faculte para su ejercicio en el ámbito territorial en que las ejercen.

b.- Haber presentado, si estuvieran obligados, las declaraciones por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre la Renta de no Residentes o el Impuesto sobre Sociedades, según se trate de personas o entidades sujetas a alguno de estos impuestos, así como las correspondientes declaraciones por pagos fraccionados, ingresos a cuenta y retenciones que en cada caso procedan.

c.- Haber presentado, si estuvieran obligadas, las declaraciones periódicas por el Impuesto sobre el Valor Añadido, así como la declaración resumen anual.

d.- No tener deudas de naturaleza tributaria con el Estado en periodo ejecutivo o, en el caso de contribuyentes contra los que no proceda la utilización de la vía apremio, deudas no atendidas en periodo voluntario.

e.- Además, cuando el órgano de contratación dependa de una Comunidad Autónoma o de una Entidad Local, que no tengan deudas de naturaleza tributaria con la respectiva Administración autonómica o  local, en las mismas condiciones fijadas en el párrafo d).

Articulo 14º.-

a.- Estar inscritas en el sistema de la Seguridad social, y en su caso, si se tratare de un empresario individual, afiliado y en alta en el régimen que corresponda por razón de la actividad.

b.- Haber afiliado, en su caso, y haber dado de alta, a los trabajadores que presten servicios  a las mismas.

c.- Haber presentado los documentos de cotización correspondiente a las cuotas de Seguridad Social y, si procediese, de los conceptos de recaudación conjunta con las mismas, así como de las asimiladas a aquellas a efectos recaudatorios, correspondientes a los doce meses anteriores a la fecha de solicitud de certificación.

d.- Estar al corriente en el pago de las cuotas o  de otras deudas con la  Seguridad Social.

El cumplimiento de las circunstancias indicadas en el apartado anterior se acreditará mediante la presentación por la empresa ante el órgano de contratación de la certificación positiva regulada en el artículo 15 del Reglamento de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. A tal efecto, serán positivas cuando se cumplan todos los requisitos indicados en el artículo 14 de dicho Reglamento.

En el apartado 3º del artículo 16 del RGLCAP, se establece el plazo de validez de dicha certificación, que  será de SEIS MESES a contar desde la fecha de expedición.

El cumplimiento de los requisitos de estar al corriente en sus obligaciones tributarias y en el pago de las cuotas o de otras deudas con la Seguridad Social, no sólo debe entenderse como un presupuesto previo para contratar con la Administración Pública correspondiente, sino que dichos requisitos deben mantenerse durante la vigencia del contrato correspondiente; de tal modo, que tal incumplimiento con la Seguridad Social y la declaración de insolvencia, puede derivar en la exigencia de responsabilidad subsidiaria a esta Administración Local, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Segunda.- Apreciación de la prohibición de contratar. Competencia y procedimiento. 
En los términos del artículo 61.1 del TRLCSP la prohibición de contratar relativa a la circunstancia que concurre en el presente caso se apreciará directamente por el órgano de contratación, subsistiendo mientras concurran las circunstancias que la determinan.

Y, en cuanto al procedimiento para su declaración, nos remitiremos al artículo 19 del RGLCAP, según el cual:

1. Corresponde a los órganos de contratación la iniciación del procedimiento para la declaración de la prohibición de contratar en los supuestos en que los hechos que la motivan se pongan de manifiesto con ocasión de la tramitación de un expediente de contratación. En los restantes supuestos corresponde la iniciación a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa o a los órganos que correspondan de las Comunidades Autónomas.

Las autoridades y órganos competentes que las acuerden comunicarán las sentencias, sanciones y resoluciones firmes recaídas en los procedimientos correspondientes a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa o a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas.

2. Cuando el expediente se inicie por el órgano de contratación se incorporarán al mismo los informes de los servicios técnicos y jurídicos, cumpliéndose posteriormente el trámite de audiencia, remitiéndose el expediente al órgano competente para su resolución o a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa cuando a ésta le corresponda formular la propuesta.

Tercera.- Efectos de la declaración de la prohibición de contratar.

El acuerdo adoptado sobre la prohibición de contratar se notificará a los interesados, no quedando condicionada la eficacia de la declaración de la prohibición de contratar, a diferencia de lo que ocurre con otros supuestos de prohibiciones para contratar, a su inscripción o constancia en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o el equivalente en el ámbito de las Comunidades, tal como se dispone en los diversos apartados del artículo 61 Bis. del TRLCSP.

Asimismo, se comunicará a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa y se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia (arts. 19 y 20 del RGLCSP). 

La prohibición de contratar subsistirá mientras concurra la circunstancia que la determina, y su apreciación por el órgano de contratación conllevará la instrucción del oportuno expediente de resolución del contrato, en los términos establecidos en el apartado a) artículo 223 del TRLCSP. 
Conclusiones

Por todo ello, concurriendo en el caso que nos ocupa causa de prohibición para contratar, por no hallarse la entidad ADOMI SACOR, S.L., al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, procedería su apreciación directamente por el órgano de contratación, previa audiencia al contratista.

La declaración de prohibición de contratar se notificará al interesado, no quedando condicionada su eficacia a su inscripción o constancia en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o el equivalente en el ámbito de las Comunidades.

Asimismo, se comunicará a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa y se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia (arts. 19 y 20 del RGLCSP). 

La prohibición de contratar subsistirá mientras concurra la circunstancia que la determina, y su apreciación por el órgano de contratación conllevará la instrucción del oportuno expediente de resolución del contrato, en los términos establecidos en el apartado a) artículo 223 del TRLCSP. 
Es todo cuanto tenemos el honor de informar, que no obstante sometemos a cualquier otro criterio mejor fundado.
“
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la declaración de prohibición para contratar con la Administración a la empresa Adomi Sacor S.L.
15º.-
 Expediente para la declaración de prohibición para contratar con la Administración a la empresa Agrupación Cacereña de Industriales de la carne S.L. 

Se presenta a la Comisión Expediente para la declaración de prohibición para contratar con la Administración a la empresa Agrupación Cacereña de Industriales de la carne S.L., tramitada a instancias de este Ayuntamiento. El informe emitido por la Secretaría General de fecha 6 de junio de 2017 dice literalmente: 
“Asunto.- Expediente administrativo para la declaración de prohibición de contratar de la Sociedad Mercantil de Responsabilidad Limitada denominada “AGRUPACIÓN CACEREÑA DE INDUSTRIALES DE LA CARNE, S.L.”, por no hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes.

Examinado el expediente de referencia y, en cumplimiento de lo preceptuado en el Real Decreto 1174/1987, de 18 de septiembre, por el que se regula el régimen de los funcionarios de Administración Local con habilitación nacional y la Disposición Adicional Segunda del texto refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, se emite el siguiente informe:






Antecedentes

Primero.- El día diecinueve de marzo de dos mil uno se firmó con la Sociedad Mercantil de Responsabilidad Limitada denominada “AGRUPACIÓN CACEREÑA DE INDUSTRIALES DE LA CARNE, S.L.”, el contrato de Concesión del Servicio público de Matadero Municipal de la ciudad de Cáceres.

Según su cláusula TERCERA, el contrato tendría una vigencia de QUINCE AÑOS (15 años), contados desde la puesta en funcionamiento del servicio, que debería producirse en el plazo de un mes de su formalización.

El plazo podría prorrogarse a su término final, obligatoriamente para el adjudicatario, hasta que convocado un nuevo concurso el contratista se hiciera cargo del servicio o la Corporación Municipal comenzara a prestarlo, sin que la prórroga pudiera exceder, en ningún caso, de SEIS MESES.

Por acuerdo de la Junta de Gobierno Local de fecha diecinueve de febrero de dos mil dieciséis, se autorizó la incoación de expediente para la adjudicación de la concesión de estas instalaciones municipales para la prestación del Servicio de Matadero de Cáceres.

Y por Resolución de la Alcaldía-Presidencia, de fecha dieciocho de marzo de dos mil dieciséis, se acordó prorrogar la vigencia del contrato hasta la adjudicación de la nueva concesión, sin que la prórroga pudiera exceder, en ningún caso, de seis meses.

Posteriormente, y por Resolución de la Alcaldía-Presidencia de fecha treinta y uno de octubre de dos mil dieciséis, se acordó la continuidad del servicio, prorrogándose, así, la vigencia del contrato hasta que el nuevo contratista se hiciera cargo del mismo, de conformidad con el informe emitido por esta Secretaría General, en el que se concluía lo siguiente:

“La vigencia de la concesión y las eventuales prórrogas serán las previstas en el contrato y en el pliego de cláusulas administrativas particulares, no siendo posible, de acuerdo con la legislación contractual, la prórroga del contrato no prevista inicialmente en éste,  ni la prórroga por tácita reconducción.

No obstante, según la  doctrina, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 128.1.1 del Reglamento de Servicios de las Corporaciones Locales, en las concesiones,  la Administración puede imponer al concesionario continuar realizando las prestaciones propias de la concesión en tanto se resuelve sobre la continuidad del servicio, prorrogándose, así, la vigencia del contrato por el lapso de tiempo necesario para solventar esta situación”.

Segundo.- Mediante comunicación de la Alcaldía-Presidencia de fecha siete de abril de dos mil diecisiete se recordaba al adjudicatario la obligación de renovar, cada seis meses, contados a partir de la fecha de su expedición, los certificados acreditativos de estar al corriente en las obligaciones tributarias con la Hacienda estatal, y con el Ayuntamiento de Cáceres, así como con la Seguridad Social, y presentarlos ante este Ayuntamiento, de conformidad con lo preceptuado en la letra d) del apartado 1º del artículo 60 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre; con apercibimiento de que, si transcurrido UN MES, desde la fecha de la notificación, no se hubiera cumplimentado lo solicitado, se procedería a la realización de las actuaciones que legalmente procedieran ante dicho incumplimiento, las cuales podrían conllevar la instrucción del expediente administrativo para la declaración de la prohibición de contratar con esta Administración Pública, de acuerdo con lo previsto en el artículo 61 del TRLCSP, que en caso de producirse, sería causa de resolución del Contrato de Concesión del Servicio público de Matadero Municipal de la ciudad de Cáceres. 

Y en escrito, de fecha de entrada en este Ayuntamiento el día diez de mayo de dos mil diecisiete, presentado por D. Francisco Lancho Pedrera, en nombre y representación de la Sociedad Mercantil de Responsabilidad Limitada denominada “AGRUPACIÓN CACEREÑA DE INDUSTRIALES DE LA CARNE, S.L.”, ponen en conocimiento de este Ayuntamiento que no se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias y de Seguridad Social.

Tercero.- Ante este incumplimiento, la Alcaldía-Presidencia, por Resolución de fecha veintidós de mayo de dos mil diecisiete, acuerda la incoación de expediente administrativo para la declaración de la prohibición de contratar de la Sociedad Mercantil de Responsabilidad Limitada denominada “AGRUPACIÓN CACEREÑA DE INDUSTRIALES DE LA CARNE, S.L.”, por no hallarse al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias y de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, de acuerdo con lo previsto en el artículo 61 del TRLCSP, que en caso de producirse, sería causa de resolución del Contrato de Concesión del Servicio público de Matadero Municipal de la ciudad de Cáceres. 





Consideraciones jurídicas

Primera.- Prohibición de contratar.

Conforme establece el artículo 60 del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, aprobado por Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, en la letra d) de su apartado 1º, no podrán contratar con el sector público las personas que no se hallen al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, en los términos que reglamentariamente se determinen.

En desarrollo de dicha Ley, los artículos 13 y 14 del Reglamento General de la Ley de Contratos de las Administraciones Publicas, aprobado por Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, establecen que a los mismos efectos de lo previsto en el artículo 20, párrafo f), de la Ley (actualmente, letra d) del apartado 1º del artículo 60 del TRLCSP), se considerará que las empresas se encuentran al corriente en el cumplimiento de sus obligaciones tributarias o  con la Seguridad Social, cuando, en su caso, concurran las siguientes circunstancias:

Artículo 13º:-

a.- Estar dadas de alta en el Impuesto sobre Actividades Económicas, en el epígrafe correspondiente al objeto del contrato, siempre que ejerzan actividades sujetas a este impuesto, en relación con las actividades que vengan realizando a la fecha de presentación de las proposiciones o de las solicitudes de participación en los procedimientos restringidos, que les faculte para su ejercicio en el ámbito territorial en que las ejercen.

b.- Haber presentado, si estuvieran obligados, las declaraciones por el Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas, el Impuesto sobre la Renta de no Residentes o el Impuesto sobre Sociedades, según se trate de personas o entidades sujetas a alguno de estos impuestos, así como las correspondientes declaraciones por pagos fraccionados, ingresos a cuenta y retenciones que en cada caso procedan.

c.- Haber presentado, si estuvieran obligadas, las declaraciones periódicas por el Impuesto sobre el Valor Añadido, así como la declaración resumen anual.

d.- No tener deudas de naturaleza tributaria con el Estado en periodo ejecutivo o, en el caso de contribuyentes contra los que no proceda la utilización de la vía apremio, deudas no atendidas en periodo voluntario.

e.- Además, cuando el órgano de contratación dependa de una Comunidad Autónoma o de una Entidad Local, que no tengan deudas de naturaleza tributaria con la respectiva Administración autonómica o  local, en las mismas condiciones fijadas en el párrafo d).

Articulo 14º.-

a.- Estar inscritas en el sistema de la Seguridad social, y en su caso, si se tratare de un empresario individual, afiliado y en alta en el régimen que corresponda por razón de la actividad.

b.- Haber afiliado, en su caso, y haber dado de alta, a los trabajadores que presten servicios  a las mismas.

c.- Haber presentado los documentos de cotización correspondiente a las cuotas de Seguridad Social y, si procediese, de los conceptos de recaudación conjunta con las mismas, así como de las asimiladas a aquellas a efectos recaudatorios, correspondientes a los doce meses anteriores a la fecha de solicitud de certificación.

d.- Estar al corriente en el pago de las cuotas o  de otras deudas con la  Seguridad Social.

El cumplimiento de las circunstancias indicadas en el apartado anterior se acreditará mediante la presentación por la empresa ante el órgano de contratación de la certificación positiva regulada en el artículo 15 del Reglamento de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas. A tal efecto, serán positivas cuando se cumplan todos los requisitos indicados en el artículo 14 de dicho Reglamento.

En el apartado 3º del artículo 16 del RGLCAP, se establece el plazo de validez de dicha certificación, que  será de SEIS MESES a contar desde la fecha de expedición.

El cumplimiento de los requisitos de estar al corriente en sus obligaciones tributarias y en el pago de las cuotas o de otras deudas con la Seguridad Social, no sólo debe entenderse como un presupuesto previo para contratar con la Administración Pública correspondiente, sino que dichos requisitos deben mantenerse durante la vigencia del contrato correspondiente; de tal modo, que tal incumplimiento con la Seguridad Social y la declaración de insolvencia, puede derivar en la exigencia de responsabilidad subsidiaria a esta Administración Local, de conformidad con lo preceptuado en el artículo 127 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.

Segunda.- Apreciación de la prohibición de contratar. Competencia y procedimiento. 

En los términos del artículo 61.1 del TRLCSP la prohibición de contratar relativa a la circunstancia que concurre en el presente caso se apreciará directamente por el órgano de contratación, subsistiendo mientras concurran las circunstancias que la determinan.

Y, en cuanto al procedimiento para su declaración, nos remitiremos al artículo 19 del RGLCAP, según el cual:

1. Corresponde a los órganos de contratación la iniciación del procedimiento para la declaración de la prohibición de contratar en los supuestos en que los hechos que la motivan se pongan de manifiesto con ocasión de la tramitación de un expediente de contratación. En los restantes supuestos corresponde la iniciación a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa o a los órganos que correspondan de las Comunidades Autónomas.

Las autoridades y órganos competentes que las acuerden comunicarán las sentencias, sanciones y resoluciones firmes recaídas en los procedimientos correspondientes a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa o a los órganos competentes de las Comunidades Autónomas.

2. Cuando el expediente se inicie por el órgano de contratación se incorporarán al mismo los informes de los servicios técnicos y jurídicos, cumpliéndose posteriormente el trámite de audiencia, remitiéndose el expediente al órgano competente para su resolución o a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa cuando a ésta le corresponda formular la propuesta.

Tercera.- Efectos de la declaración de la prohibición de contratar.

El acuerdo adoptado sobre la prohibición de contratar se notificará a los interesados, no quedando condicionada la eficacia de la declaración de la prohibición de contratar, a diferencia de lo que ocurre con otros supuestos de prohibiciones para contratar, a su inscripción o constancia en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o el equivalente en el ámbito de las Comunidades, tal como se dispone en los diversos apartados del artículo 61 Bis. del TRLCSP.

Asimismo, se comunicará a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa y se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia (arts. 19 y 20 del RGLCSP). 

La prohibición de contratar subsistirá mientras concurra la circunstancia que la determina, y su apreciación por el órgano de contratación conllevará la instrucción del oportuno expediente de resolución del contrato, en los términos establecidos en el apartado a) artículo 223 del TRLCSP. 





Conclusiones

Por todo ello, concurriendo en el caso que nos ocupa causa de prohibición para contratar, por no hallarse la Sociedad Mercantil de Responsabilidad Limitada denominada “AGRUPACIÓN CACEREÑA DE INDUSTRIALES DE LA CARNE, S.L.” al corriente en el cumplimiento de las obligaciones tributarias o de Seguridad Social impuestas por las disposiciones vigentes, procedería su apreciación directamente por el órgano de contratación, previa audiencia al contratista.

La declaración de prohibición de contratar se notificará al interesado, no quedando condicionada su eficacia a su inscripción o constancia en el Registro Oficial de Licitadores y Empresas Clasificadas del Sector Público o el equivalente en el ámbito de las Comunidades.

Asimismo, se comunicará a la Junta Consultiva de Contratación Administrativa y se publicará en el Boletín Oficial de la Provincia (arts. 19 y 20 del RGLCSP). 

La prohibición de contratar subsistirá mientras concurra la circunstancia que la determina, y su apreciación por el órgano de contratación conllevará la instrucción del oportuno expediente de resolución del contrato, en los términos establecidos en el apartado a) artículo 223 del TRLCSP. 
Es todo cuanto tenemos el honor de informar, que no obstante sometemos a cualquier otro criterio mejor fundado.
“
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la declaración de prohibición de contratar con la Administración a la empresa Agrupación Cacereña de Industriales de la carne S.L.
16º.-
Aprobación del Convenio de Colaboración entre la Junta de Extremadura y el Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres, tramo EX206-N521.

Se presenta a la Comisión la Aprobación del Convenio de Colaboración entre la Junta de Extremadura y el Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres, tramo EX206-N521, tramitada a instancias de este Ayuntamiento. El informe emitido por la Secretaría General de fecha 10 de julio de 2017 dice literalmente: 

“INFORME SECRETARÍA

 Al borrador de Convenio de Colaboración entre la Junta de Extremadura y el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres, tramo  I. EX 206-N-521.
 Legislación aplicable:

· Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, modificada por la Ley 27/2013, de 27 de diciembre, de racionalización y sostenibilidad de la Administración Local.

·  Ley  15/2001, de 14 de diciembre, del Suelo y Ordenación Territorial de Extremadura.

· Ley 7/1995, de 27 de abril, de Carreteras de Extremadura.

· Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público.

· Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, de 14 de noviembre de 2001.

· Ley 33/2003, de 3 de noviembre, de Patrimonio de las Administraciones Públicas.

·  Reglamento de Bienes de las Entidades Locales, de 13 de junio de 1986.

CONSIDERACIONES JURIDICAS:

 El artículo 25.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local establece que el “Municipio, para la gestión de sus intereses y en el ámbito de sus competencias, pueda prestar los servicios públicos que contribuyan a satisfacer las necesidades y aspiraciones de la comunidad vecinal, y ejercerá, en todo caso, como competencias propias, entre otras, en los términos de la legislación del Estado y de las Comunidades Autónomas, las siguientes:

·  Urbanismo: planeamiento, gestión, ejecución y disciplina urbanística ( letra a).
·  Infraestructura viaria y otros equipamientos de su titularidad. ( letra d).
 Como bien se pone de manifiesto en el borrador de dicho Convenio, el Plan General Municipal de  Cáceres, aprobado mediante Resolución del Excmo. Sr. Consejero de Fomento de 15 de febrero de 2010, prevé en su Tomo IV, en cuanto a la estimación de costes que “ la ejecución de diversos viarios, en el momento actual de competencia municipal, deberá realizarse en su momento a través de un Convenio entre el Ayuntamiento y la Administración competente en cada caso”, añadiendo que “ en dicho Convenio, en todo caso, el Ayuntamiento podrá facilitar los terrenos necesarios para las ampliaciones de carreteras de titularidad estatal o autonómica, obtenidos por cesión de suelo urbano o urbanizable que se ejecute , siempre con informes previos vinculantes de la Administración competente”.

    Las previsiones contenidas en dicho Plan para el desarrollo de las infraestructuras viarias en el término municipal,  se ajustan a lo dispuesto en el articulo 57 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local, que establece que  “ La cooperación económica, técnica y administrativa entre la Administración local y las Administraciones del Estado y de las Comunidades Autónomas, tanto en servicios locales como en asuntos de interés común, se desarrollará con carácter voluntario, bajo las formas y en los términos previstos en las leyes, pudiendo tener lugar, en todo caso, mediante los consorcios o los convenios administrativos que suscriban.”

 El régimen jurídico de los Convenios que se formalicen entre las Administraciones Públicas es el previsto en  el  Capítulo IV del Título Preliminar  de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, y articulo 4, 1 c) del Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público, estando excluido dentro del ámbito de aplicación de esta última Ley.

 El apartado 1º del artículo 47 de la Ley 40/2015, define a los Convenios  como “  los acuerdos con efectos jurídicos adoptados por las Administraciones Públicas, los organismos públicos y entidades de derecho público vinculados o dependientes o las Universidades públicas entre sí o con sujetos de derecho privado para un fin común.”

Los  convenios no podrán tener por objeto prestaciones propias de los contratos. En tal caso, su naturaleza y régimen jurídico se ajustará a lo previsto en la legislación de contratos del sector público.
 En el artículo 48 de dicha Ley, se regulan los requisitos de validez y eficacia de los Convenios, que son los siguientes:

· No pueden suponer cesión de la titularidad de la competencia.

·  Deberá  mejorar la eficiencia de la gestión pública, facilitar la utilización conjunta de medios y servicios públicos, contribuir a la realización de actividades de utilidad pública y cumplir con la legislación de estabilidad presupuestaria y sostenibilidad financiera.
· Los convenios que incluyan compromisos financieros deberán ser financieramente sostenibles, debiendo quienes los suscriban tener capacidad para financiar los asumidos durante la vigencia del convenio.
· Las aportaciones financieras que se comprometan a realizar los firmantes no podrán ser superiores a los gastos derivados de la ejecución del convenio.
· Cuando el convenio instrumente una subvención deberá cumplir con lo previsto en la Ley 38/2003, de 17 de noviembre, General de Subvenciones y en la normativa autonómica de desarrollo que, en su caso, resulte aplicable.
· Los convenios se perfeccionan por la prestación del consentimiento de las partes.
En referencia a su contenido, el artículo 48 de la Ley 40/2015, establece que los convenios deberán incluir, al menos, las siguientes materias:

a) Sujetos que suscriben el convenio y la capacidad jurídica con que actúa cada una de las partes.

b) La competencia en la que se fundamenta la actuación de la Administración Pública, de los organismos públicos y las entidades de derecho público vinculados o dependientes de ella o de las Universidades públicas.

c) Objeto del convenio y actuaciones a realizar por cada sujeto para su cumplimiento, indicando, en su caso, la titularidad de los resultados obtenidos.

d) Obligaciones y compromisos económicos asumidos por cada una de las partes, si los hubiera, indicando su distribución temporal por anualidades y su imputación concreta al presupuesto correspondiente de acuerdo con lo previsto en la legislación presupuestaria.

e) Consecuencias aplicables en caso de incumplimiento de las obligaciones y compromisos asumidos por cada una de las partes y, en su caso, los criterios para determinar la posible indemnización por el incumplimiento.

f) Mecanismos de seguimiento, vigilancia y control de la ejecución del convenio y de los compromisos adquiridos por los firmantes. Este mecanismo resolverá los problemas de interpretación y cumplimiento que puedan plantearse respecto de los convenios.

g) El régimen de modificación del convenio. A falta de regulación expresa la modificación del contenido del convenio requerirá acuerdo unánime de los firmantes.

h) Plazo de vigencia del convenio teniendo en cuenta las siguientes reglas:

 Los convenios deberán tener una duración determinada, que no podrá ser superior a cuatro años, salvo que normativamente se prevea un plazo superior.  En cualquier momento antes de la finalización del plazo previsto  anteriormente, los firmantes del convenio podrán acordar unánimemente su prórroga por un periodo de hasta cuatro años adicionales o su extinción.


 Examen del contenido del Convenio.-

 El borrador del proyecto de Convenio contiene los extremos a que hace referencia el artículo 48 de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, que tiene por objeto establecer el régimen de colaboración entre la Junta de Extremadura y el Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres,  teniendo en cuenta que ambas Administraciones Públicas tienen atribuidas por ley competencias propias que inciden y condicionan su ejecución. En este sentido, las competencias municipales en materia de urbanismo, planeamiento, gestión urbanística e infraestructura viaria, junto con las competencias de la Comunidad Autónoma de planificación, proyección, financiación, uso y explotación de las carreteras cuyo itinerario se desarrolle íntegramente por su territorio,  inciden especialmente en el itinerario y construcción de la Ronda Sur-Este, que exige la formalización del presente Convenio.

 
Con la firma del presente Convenio, este Ayuntamiento se compromete a poner a disposición de la Junta de Extremadura los terrenos necesarios para la ejecución de esta infraestructura, cuya titularidad ostente este Ayuntamiento tanto en el momento de la firma como aquellos que pueda obtener con posterioridad.

 Vistos los informes emitidos por el Sr. Jefe de la Sección de Infraestructuras y por la Sra. Jefa de la Sección de Inventario, en ambos se propone dar una nueva redacción a dicho artículo para limitar el compromiso municipal de puesta a disposición de los terrenos cuya titularidad ostente de forma fehaciente.

 Aunque la propuesta es razonable y desde un ámbito estrictamente jurídico no merece ningún reproche porque una Administración Pública solo debe comprometerse a ceder o poner a disposición de aquellos bienes de los que sea titular o acredite tener su disponibilidad, lo cierto es que la introducción de dicha clausula tiene también su explicación y es que, ante la eventualidad que el Ayuntamiento adquiera terrenos por razones urbanísticas principalmente por participación en el aprovechamiento urbanístico procedentes de  Unidades de Actuación, dichos terrenos no deban ser adquiridos necesariamente por la Administración actuante a través del proceso de expropiación, sino cedidos gratuitamente por este último para la finalidad pretendida.

 En la cláusula segunda  se hace constar que como Anexo II a dicho Convenio  se incluyen las parcelas que se pondrán inicialmente por este Ayuntamiento a disposición de la Junta de Extremadura. En el acuerdo plenario reflejarse de forma clara las parcelas de propiedad municipal que se ponen a disposición de la Junta de Extremadura, y que deberán ser las  indicadas por la  Sra.  Jefa de la Sección de Inventario, sin perjuicio de la depuración física y jurídica aquellas parcelas que figurando en dicho Anexo II de titularidad municipal, no consta en los archivos municipales como de propiedad municipal.

En la cláusula tercera se establece que  una vez finalizadas las obras, la Junta de Extremadura se hará cargo de todos los gastos que ocasionen el uso, el mantenimiento, la conservación y explotación de la plataforma de la futura ronda, conforme a la definición dada  en la Ley 7/1995, de 27 de abril, de Carreteras de Extremadura , correspondiendo a este Ayuntamiento hacerse cargo de los gastos que ocasionen el uso, mantenimiento, la conservación y explotación del resto de la obra ejecutada; es decir, se trataría del alumbrado, la jardinería, la semaforización, los carriles bici, las zonas peatonales, el mobiliario urbano, los cerramientos, el abastecimiento y el saneamiento.

 
El artículo 40 de la Ley 7/1995, de 27 de abril, de Carreteras de Extremadura establece que la conservación y explotación de los tramos de carreteras que discurran por suelo urbano corresponderá a la Administración titular de las mismas.   Conforme a dicha previsión legal, se dispone en dicho Convenio que la Junta de Extremadura se hará cargo de dichos gastos de la plataforma de la futura ronda sur, no existiendo inconveniente en pactar que este Ayuntamiento se haga cargo de los gastos que ocasionen el uso, el mantenimiento y explotación del resto de la obra, es decir, de los servicios complementarios de alumbrado pub lico, jardinería, semaforización  y zonas peatonales, por ser servicios propios  de la competencia municipal, reservados a los Municipios en el artículo 25 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, de Bases de Régimen Local.

 Por lo expuesto, y en conclusión, esta Secretaría General INFORMA FAVORABLEMENTE el borrador de Convenio de Colaboración entre la Junta de Extremadura y el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres, Tramo I. EX-206-N-521,  si bien, con la aclaración que los terrenos municipales que se ponen a su disposición para la ejecución de las obras son los relacionados en el informe de la Sra. Jefa de la Sección de Inventario de fecha 30 de junio de 2017.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la Aprobación del Convenio de Colaboración entre la Junta de Extremadura y el Ayuntamiento de Cáceres para la ejecución de las obras de la Ronda Sur-Este de Cáceres, tramo EX206-N521. 
El Sr. Presidente estima conveniente que el dictamen sobre el asunto número 17 del orden del día se posponga para el final de la sesión, procediendo al número 18.
PATRIMONIO
18º.-
Desafectación del dominio público del trazado del camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, para su posterior permuta con terrenos de D. Zacarías Parra Collado.
Se presenta a la Comisión el expediente para la desafectación del dominio público del trazado del camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, para su posterior permuta con terrenos de D. Zacarías Parra Collado (PAT-CAM-0003-2012-RP). El informe emitido por la Técnico de la Sección de Patrimonio de fecha 10 de julio de 2017 dice literalmente: 
“En relación con el expediente tramitado en este Excmo. Ayuntamiento a instancia del Director de Programas de Infraestructura Rural de la Junta de Extremadura, solicitando acuerdo Pleno de cesión  de los terrenos necesarios, tanto públicos como privados, para llevar a cabo las obras incluidas en el proyecto redactado por dicha Consejería para este Municipio, relativo a la actuación “Acondicionamiento de los caminos de “Santa Marta”, “Puerta de Enrique”, y de “Arroyo a Herreruela” en el TM de Cáceres; y sobre el que el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el día 27 de septiembre de 2012, acordó: “dar su aprobación a la Moción sobre la puesta a disposición del Servicio de Infraestructuras Rurales de la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía del Gobierno de Extremadura, la franja de dominio público consistente en el trazado existente de los caminos de Santa Marta, Puerta Enrique y de Arroyo Herreruela, con la anchura y longitud actual” y;

RESULTANDO: Que mediante escrito de fecha 25 de marzo de 2013, Don ZACARIAS PARRA COLLADO, Doña INES COLLADO CASTAÑO, y Don FERNANDO PARRA MONSALVE, en calidad de propietarios y arrendatarios de las fincas Ruana de Téllez, Berrocal de García Martín y casa del Picón, solicitaron que se realizase la alternativa propuesta para modificación parcial del trazado en el camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, entre los pk. 1750 y el pk. 3020, del proyecto redactado por la Conserjería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y energía de la Junta de Extremadura para el Acondicionamiento de los caminos del T.M. de Cáceres, entre los que se encontraba el camino reseñado.

RESULTANDO: Que emitido informe por parte del Servicio de Urbanismo, y efectuada la correspondiente propuesta por parte de la  Concejalía de Medio Ambiente y Recursos Naturales, con fecha 19 de abril de 2013 la Junta de Gobierno Local dispuso que“se realizasen los trámites necesarios para proceder a la realización del cambio de trazado solicitado mediante escrito de fecha 25 de marzo de 2013, por Don ZACARIAS PARRA COLLADO, Doña INES COLLADO CASTAÑO, y Don FERNANDO PARRA MONSALVE”.

Asimismo con fecha 6 de junio de 2013 se recibió escrito y documentación adjunta, en virtud del cual por parte del Jefe de la Sección de Obras de la Consejería de Agricultura, Desarrollo rural, Medio Ambiente y Energía de la Junta de Extremadura, se comunicaba a este Ayuntamiento que:

1º.- Se estimaba la solicitud de la Junta de Gobierno municipal relativa a cambio de trazado parcial del denominado camino de Arroyo de la Luz a Herreruela en TM  de Cáceres, conforme a lo que figuraba como alternativa en proyecto técnico.

2º.- El cambio de trazado supone modificaciones en las ocupaciones de terrenos privados según se contempla en borradores de actas de cesión que se adjuntan.
RESULTANDO: Que a la vista de lo dispuesto en los citados acuerdos, por el Servicio de Urbanismo, se emitió con fecha 4 de julio de 2013 el correspondiente informe en el que se señaló que:“Teniendo en cuenta que la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y Energía de la Junta de Extremadura ha estimado la solicitud del cambio parcial del trazado del camino de Arroyo de la Luz a Herreruela y puesto que la solicitud se hizo a petición de los propios propietarios particulares afectados, consideramos que se debe proceder a la notificación y formalización del Acta de cesión de los terrenos necesarios. En este sentido, entendemos que en un primer paso, se podría formalizar el Acta de cesión de terrenos privados, necesarios para la realización del cambio de trazado. Una vez que se realicen las obras y se pueda cuantificar con exactitud los terrenos afectados se podrían tramitar el resto de operaciones de segregaciones, cesiones, permutas y desafectaciones etc. que fueran precisas.

Lógicamente en el Acta de cesión de terrenos para la ampliación, acondicionamiento y cambio de trazado del camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, se deben contemplar las operaciones que son legalmente necesarias, así como el compromiso por parte del particular interesado (D. Zacarías Parra Collado), de asumir los costes que se deriven por el cambio de trazado solicitado.”

RESULTANDO: Que con fecha 16 de julio de 2013, Don Zacarías Parra Collado, propietario de dicha finca se personó en este Ayuntamiento y formalizó el ACTA DE CESIÓN al Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, como titular del camino rural de Arroyo de la Luz a Herreruela de los terrenos de su propiedad afectados por dichas obras; acta en la que asimismo se establecen los términos y condiciones en que se efectuará el cambio de trazado solicitado y se formalizará la permuta de los terrenos afectados.
RESULTANDO: Que por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el 20 de febrero de 2014 se acordó:
“PRIMERO: Aceptar la Cesión de los terrenos privados necesarios para ampliación y acondicionamiento, del Camino Rural de Arroyo de la Luz a Herreruela, en los términos y condiciones que en dicho acuerdo se señalan.

Disponiéndose asimismo en dicho acuerdo, y en relación al cambio de trazado solicitado que: 

“…TERCERA.- En virtud de esta cesión, el Ayuntamiento de Cáceres la propiedad, posesión y disponibilidad de los terrenos referenciados, libre de toda carga y gravamen;  para que puedan ser destinados a la ejecución de las obras de mejora,  ensanche, y cambio de trazado  solicitado y aprobado  por la Junta de Extremadura;  con la consiguiente realización de todas las actuaciones reseñadas en los apartados siguientes para el cambio de trazado del camino público antes reseñado.

CUARTA.- La validez de la presente  cesión  está sujeta a la ejecución de las obras correspondientes al cambio de trazado solicitado y la reposición de cerramientos; las cuales se realizarán con similares o mejores características que los que tuviera actualmente la finca y serán llevadas a cabo junto con el resto de las obras de acondicionamiento y ensanche del camino, por parte de la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio ambiente y Energía de la Junta de Extremadura.

QUINTA.- Que el cambio de trazado que se pretende, se realiza a expresa petición de DON ZACARIAS PARRA COLLADO, como propietario de la finca Dehesa denominada Ruana del Tello el cual, con fecha 25 de marzo de 2013, solicitó que se realizase la alternativa propuesta para modificación parcial del trazado en el camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, entre los pk. 1750 y el pk. 3020, del proyecto redactado por la Consejería de Agricultura, Desarrollo Rural, Medio Ambiente y energía de la Junta de Extremadura para el Acondicionamiento de los caminos del TM de Cáceres, entre los que se encuentra el camino reseñado.

SEXTA.- Que habiéndose admitido dicha petición por el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres y aprobado por la Junta de Extremadura la ejecución de dicho cambio de trazado,  es  por lo que además será necesario realizar las siguientes actuaciones, una vez se efectúe la entrega de las obras del nuevo trazado del camino a este Ayuntamiento; a las cuales se han comprometido ambas partes intervinientes:

1.- DON ZACARIAS PARRA COLLADO, PROPIETARIO DEL TERRENO SOBRE EL QUE DISCURRIRÁ EL NUEVO TRAZADO DEL CAMINO.-

 A) Segregación en escritura pública y previa la obtención de las licencias urbanísticas preceptivas; de la porción de terrenos sobre la que se ejecutará el nuevo trazado del camino y su posterior inscripción en el registro de la propiedad como finca independiente, y que se transmitirán en permuta al Ayuntamiento de Cáceres; y en superficie equivalente a la de la parte del camino actual, cuyo trazado se cambia, para su posterior transmisión en permuta al Ayuntamiento de Cáceres.

B) Segregación en escritura pública y previa la obtención de las licencias urbanísticas preceptivas; de la porción de terreno sobre la que se ejecutará el nuevo trazado y su posterior inscripción en el registro de la propiedad como finca independiente, para la elevación a escritura pública de la cesión de los mismos que se realiza en el presente acta; y en la superficie ocupada por el nuevo trazado, y que exceda de la que será objeto de la permuta anteriormente reseñada.

C) Formalización de la escritura de elevación a público de la cesión de los terrenos reseñados en el apartado B) de esta estipulación; y su posterior inscripción en el registro de la propiedad a favor del Ayuntamiento de Cáceres.

Siendo todos los gastos e impuestos que se deriven de los actos preparatorios,  de formalización, inscripción registral, y demás necesarios, abonados por DON ZACARIAS PARRA COLLADO, a cuya instancia se realiza el cambio de trazado del citado camino.

2.- AYUNTAMIENTO DE CACERES.- 

A) Tramitación de un expediente de desafectación de la parte del trazado del camino actual que dejaría de utilizarse como tal, con arreglo al procedimiento previsto en el artículo 8 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986.

B) Inclusión en el Inventario de Bienes de los terrenos desafectados, y realización posterior de los trámites necesarios para su inscripción en el Registro de la Propiedad; Siendo todos los gastos e impuestos que se deriven de los actos preparatorios, de formalización, inscripción registral, y demás necesarios, abonados por DON ZACARIAS PARRA COLLADO, a cuya instancia se realiza el cambio de trazado del citado camino.

3.- AMBAS PARTES, DON ZACARIAS PARRA COLLADO Y EL AYUNTAMIENTO DE CACERES.-

* Formalización de un contrato de permuta en virtud del cual el Ayuntamiento de Cáceres adquirirá la propiedad de los terrenos sobre los que se ejecutará el nuevo trazado y a que se refiere el apartado 1-A); a cambio de la transmisión a DON ZACARIAS PARRA COLLADO, de los terrenos desafectados que ocupaba el anterior camino y a que se refiere el apartado 2. Todo ello previo cumplimiento de todos los requisitos exigidos en los artículos 112 y demás concordantes del Reglamento de Bienes, incluida la acreditación de la necesidad de la permuta, la valoración de los bienes, y que la diferencia de valor entre los bienes no excede del 40% del que lo tenga mayor; acreditación de la titularidad de los bienes implicados en la permuta libres de carga y gravamen y resto de trámites preceptivos.

* Dicha permuta habría de ser además formalizada en escritura pública, y ser inscrita en el Registro de la Propiedad; Siendo todos los gastos e impuestos que se deriven de los actos preparatorios, de formalización, inscripción registral y demás necesarios, abonados por DON ZACARIAS PARRA COLLADO, a cuya instancia se realiza el cambio de trazado del citado camino.

4.- AYUNTAMIENTO DE CÁCERES.- Una vez formalizada en escritura pública, tanto la cesión de los terrenos reseñados en el apartado 1-B) y 1- C), como el contrato de permuta reseñado en el apartado 3, e inscritos ambos en el Registro de la Propiedad, este Ayuntamiento tramitará un expediente de afectación del terreno a ocupar por el nuevo trazado del camino, al dominio público, y ello previo cumplimiento de los requisitos y trámites exigidos en el artículo 8 del Reglamento de Bienes, antes citado…”
RESULTANDO: Que una vez terminadas las obras, y recepcionados los caminos por este Ayuntamiento y en cumplimiento de lo acordado por el Pleno de este Ayuntamiento en relación con la aceptación de los terrenos privados necesarios para la ampliación y acondicionamiento, así como el cambio de trazado del camino rural de Arroyo de la Luz a Herreruela, en la parte que afecta a la finca Dehesa denominada Ruana del Téllez en termino municipal de Cáceres, inscrita en el Registro de la Propiedad como finca registral 1221, al tomo 2188, libro 1133, folio 137, alta 45 y 46, Polígono 28, parcelas 13, 14 y 15, propiedad de DON ZACARIAS PARRA COLLADO, y sobre el que discurre el nuevo trazado del citado camino; con fecha 1 de diciembre de 2014 por parte del Jefe de Negociado del Proyectos del Servicio de Urbanismo, con el VºBº del Jefe del citado Servicio, se emitió el correspondiente informe, al objeto de  cuantificar y determinar con exactitud los terrenos afectados por el cambio de trazado efectuado, y consiguientemente poder efectuar el resto de las operaciones de segregaciones, cesiones, permutas y desafectaciones, que fueran precisas; del que entre otras cuestiones se deduce que:

1.- Los terrenos sobre los que se ha ejecutado parte del nuevo trazado del camino, que se deben segregar para su posterior permuta, forman parte de la finca Dehesa denominada Ruana de Téllez en término municipal de Cáceres, inscrita en el Registro de la Propiedad como finca registral 1121, al tomo 2188, libro 1133, folio 137, alta 45 y 46, Polígono 28, parcelas 13, 14 y 15, y con una longitud 1212 m/l, ocupan una superficie de 14430,61 m2, siendo un valor aproximado de 3035,54 €.

Lindan: Al Norte con la finca matriz; Sur finca matriz y dehesa denominada Ruana de Dª Blanca; Este y Oeste, con el camino público de Arroyo de la Luz a Herreruela, donde  se inicia y termina.

2.- La parte del camino actual que dejará de ser utilizado como tal, y que habrá de ser desafectado se encuentra dentro de la finca Dehesa denominada Ruana del Téllez en término municipal de Cáceres, tiene una longitud de 1266,85 m/l y ocupa una superficie de 10072,62 m2, siendo su valor aproximado de 3035,54 €.

Lindan: al Norte y Sur, con finca denominada Ruana de Téllez; Este y Oeste, con el camino público de Arroyo de la Luz a Herreruela, donde se inicia y termina.
3.- Indicar que aunque en las Actas de Cesión firmadas entre D. Zacarías Parra Collado, propietario del terreno en el que discurre el nuevo trazado del camino y el Excmo. Ayuntamiento de Cáceres, se establecía la permuta del terreno del camino desafectado, por terreno con superficie equivalente del nuevo trazado y la cesión del resto del terreno necesario y ocupado por el nuevo trazado, se ha considerado más conveniente realizar la permuta del terreno desafectado por la totalidad del terreno ocupado por el nuevo trazado, por entender que la valoración económica puede ser equivalente.

4.- En este sentido y si bien, la superficie ocupada con el nuevo trazado (14430,61 m2) es superior al terreno que ocupaba el anterior trazado (10072,62 m2), consideramos que debido a que parte de los terrenos desafectados tiene zonas en valle con arroyos que suponen mejor aprovechamiento, por lo que los valores de los terrenos permutados pueden entenderse equivalentes.”

RESULTANDO: Que en cumplimiento de lo acordado por el Pleno de este Ayuntamiento en sesión celebrada el 20 de febrero de 2014, se requirió a Don Zacarías Parra Collado, para que en el plazo máximo de TRES MESES, procediese a la segregación en escritura pública y previa la obtención de las licencias urbanísticas preceptivas; de los terrenos sobre los que se ha ejecutado el nuevo trazado del camino y su posterior inscripción en el registro de la propiedad como finca independiente; terrenos que son los señalados en el punto PRIMERO del informe del Servicio de Urbanismo anteriormente transcrito.
 
RESULTANDO: Que mediante escrituras de segregación de fecha 6 de julio de 2016, ante el notario del Ilustre Colegio de Extremadura, Don Ignacio Ferrer Cazorla, con el número doscientos ocho de su protocolo, Don Zacarías Parra Collado procedió a segregar de la finca de su propiedad, denominada Ruana de Téllez, la superficie ocupada con el nuevo trazado del camino y que habrá de ser transmitida en permuta a este Ayuntamiento. Finca que ha sido asimismo inscrita en el registro de la propiedad como finca independiente, con el número 96212, al tomo 2831, libro 1776, folio 29.


CONSIDERANDO: En cuanto a la solicitud concreta de cambio de trazado que ha sido acordada, la Ley de Caminos Públicos de Extremadura, establece que:

· Artículo 10.- Desafectación


Los terrenos de dominio público viario sólo quedarán desafectados del mismo mediante resolución expresa de la administración titular, previa información pública del expediente en el que se acrediten la legalidad y oportunidad de la desafectación, que se ordenará por el procedimiento que establezca la legislación de régimen local u otra legislación específica aplicable.

No producirán la desafectación del dominio público viario el uso o las utilizaciones privadas, por prolongadas que hayan sido en el tiempo.

Los proyectos de obras que impliquen la sustitución de determinados tramos o dejen sobrantes no producirán por sí mismos la desafectación, continuando los terrenos sustituidos o sobrantes afectos al dominio público viario mientras no se resuelva su desafectación expresamente.

Los actos de desafectación y permutas deberán hacerse constar en el correspondiente Catálogo de Camiones.

· Artículo 11.- Permutas

Previa desafectación, podrán realizarse permutas de bienes hasta entonces afectos al domino público viario.

La permuta se acordará siempre por decisión de la administración titular y estará condicionada a las disposiciones que sobre esta materia establece la normativa de régimen local o legislación específica aplicable, tanto en su contenido como en el procedimiento administrativo procedente.

CONSIDERANDO: Que para la tramitación del expediente de desafectación de la parte del trazado del camino actual que ha dejado de utilizarse como tal, habría que estar al lo previsto en el artículo 8 del Reglamento de Bienes de las Entidades Locales de 13 de Junio de 1986, en el que se dispone:


1º La alteración de la calificación jurídica de los bienes de las Entidades Locales requiere expediente en el que se acrediten su oportunidad y legalidad.

Circunstancias estas, que están suficientemente acreditadas en el expediente, como así se justifica en el informe emitido con 27 de marzo de 2013, por el Jefe del Negociado de Proyectos del Servicio de Urbanismo y el Adjunto Jefe del Servicio; y asimismo según comunicación de  fecha 6 de junio de 2013 del Jefe de la Sección de Obras de la Consejería de Agricultura, Desarrollo rural, Medio Ambiente y Energía de la Junta de Extremadura, se comunica a este Ayuntamiento que se estima la solicitud de la Junta de Gobierno municipal relativa a cambio de trazado parcial del denominado camino de Arroyo de la Luz a Herreruela en TM  de Cáceres, conforme a lo que figura como alternativa en proyecto técnico.

2º El expediente deberá ser resuelto, previa información pública durante un mes, por la Corporación Local respectiva, mediante acuerdo adoptado con el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de la misma.

3º En cualquier caso, la incorporación al patrimonio de la Entidad Local de los bienes desafectados, incluso cuando procedan de deslinde de dominio público, no se entenderá efectuada hasta la recepción formal por el órgano competente de la Corporación de los bienes que se trate, y en tanto la misma no tenga lugar seguirán teniendo aquéllos el carácter de dominio público.

 CONSIDERANDO: Asimismo lo dispuesto en el artículo 47-2, n) de la Ley 7/85, del 2 de abril, reguladora de las Bases del Régimen Local, conforme al cual: 

“2. Se requiere el voto favorable de la mayoría absoluta del número legal de miembros de las corporaciones para la adopción de acuerdos en las siguientes materias:

n) Alteración de la calificación jurídica de los bienes demaniales o comunales…”

 Por todo lo anteriormente expuesto, quien suscribe entiende que procede que por el Pleno de este Excmo.  Ayuntamiento, con el quórum de mayoría absoluta legal de los miembros de la corporación se adopte el siguiente acuerdo: 

PRIMERO: Alterar inicialmente la calificación jurídica de la porción de terreno del camino público camino de  Arroyo de la Luz a Herreruela, en el tramo comprendido dentro de la finca Dehesa denominada Ruana de Téllez, en el término municipal de Cáceres, tiene una longitud de 1266.85 m/l y ocupa una superficie de 10072.62 m2, y que lindan, al Norte y Sur, con finca denominada Ruana de Téllez; Este y Oeste, con el camino público de Arroyo de la Luz a Herreruela, donde se inicia y termina, según plano adjunto al informe emitido con fecha 1 de diciembre de 2014 por el Jefe del Negociado de Proyectos del Servicio de Urbanismo, con el visto bueno del Jefe del Servicio, siendo su valor aproximado de 3.035,54 €; desafectándolos del dominio y uso público, quedando calificados como bien patrimonial.


SEGUNDO: Que se someta a información pública por espacio de treinta días, publicándose en el tablón de anuncios de este Ayuntamiento, publicándose asimismo, en el Boletín Oficial de la Provincia, para que puedan formularse las reclamaciones y alegaciones que se estimen convenientes.


TERCERO: De no formularse reclamaciones, durante el trámite de información, se considerará aprobada definitivamente la alteración de la calificación jurídica de dichos terrenos. 
Una vez efectuados estos trámites se deberá proceder a la Inclusión en el Inventario de Bienes de los terrenos desafectados, y realización posterior de los trámites necesarios para su inscripción en el Registro de la Propiedad; Siendo todos los gastos e impuestos que se deriven de los actos preparatorios, de formalización, inscripción registral, y demás necesarios, abonados por DON ZACARIAS PARRA COLLADO, a cuya instancia se realiza el cambio de trazado del citado camino.

Es todo cuanto tengo que informar, salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente la desafectación del dominio público del trazado del camino de Arroyo de la Luz a Herreruela, para su posterior permuta con terrenos de D. Zacarías Parra Collado.
19º.- 
Incautación de la garantía definitiva constituida por Dª Eugenia Talavera Gibellos, antigua adjudicataria de la concesión del Quiosco de la Música en el Paseo de Cánovas.
Se presenta a la Comisión el expediente para la Incautación de la garantía definitiva constituida por Dª Eugenia Talavera Gibellos, antigua adjudicataria de la concesión del Quiosco de la Música en el Paseo de Cánovas (PAT-VAR-0041-1997 RP). El informe emitido por la Técnico de la Sección de Patrimonio de fecha 7 de julio de 2017 dice literalmente: 

“En relación con el expediente tramitado en este Ayuntamiento, referente a la concesión de bienes de dominio público para la redacción de proyecto, remodelación y subsiguiente explotación del establecimiento hostelero, en el Quiosco de la Música (El Bombo), sito en el Parque de Cánovas, y;

RESULTANDO: Que por Acuerdo de Pleno de fecha 9 de junio de 1998, se adjudicó la concesión de bienes de dominio público para la redacción de proyecto, remodelación y subsiguiente explotación del Quiosco de la Música, sito en el Parque de Cánovas a Dª Mª Eugenia Talavera Gibello, y con sujeción, entre otras, a la siguiente cláusula del Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, que sirvieron de base al procedimiento para dicha concesión:

“15.- Garantías provisional y definitiva.-

Para tomar parte en el concurso, los licitadores deberán constituir una GARANTÍA PROVISIONAL en cuantía de 840.000 ptas. (OCHOCIENTAS CUARENTA MIL PESETAS), en que se estima el 2% del valor del dominio público objeto de ocupación y además del presupuesto de las obras, que habrán de realizarse por el concesionario.

Asimismo, el adjudicatario de la concesión constituirá una GARANTÍA DEFINITIVA en la Caja de la Corporación dentro de los 15 días hábiles siguientes a aquél en que se notifique el acuerdo de adjudicación, consistente en la cantidad de 1.260.000 ptas. (UN MILLÓN DOSCIENTAS SESENTA MIL PESETAS), equivalente al 3% del valor del dominio público ocupado y del presupuesto de las obras que hay que ejecutar.

La constitución de estas fianzas se efectuarán en el lugar, formas, términos y condiciones según proceda que se contemplan en los artículos 36 y 37 de la Ley 13/95; Así como en los artículos 15 al 18 del Real Decreto 390/1996 de 1 de Mayo, debiendo cumplir todos los requisitos establecidos por las disposiciones legales de aplicación.

Las fianzas provisionales serán devueltas a los licitadores con posterioridad a la adjudicación, excepto al adjudicatario de la concesión.

La garantía definitiva se devolverá al concesionario al tener que realizar obras revertibles a esta Entidad Local, cuando acredite tenerlas efectuadas por valor equivalente a la tercera parte de las comprendidas en la concesión.

La garantía definitiva responderá del cumplimiento de las estipulaciones del contrato y de la efectividad de las responsabilidades que pudieran derivarse para el contratista; en los términos establecidos en el art. 44 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, y demás disposiciones legales de aplicación”.

Suscribiéndose la formalización del contrato de concesión por las partes,  con fecha 13 de agosto de 1998 y por un período de 33,82 años.

Y en consecuencia, con fecha 19 de mayo de 1998, para tomar parte en el concurso por la interesada se constituyó la garantía provisional, mediante Aval bancario, por un importe de 840.000 ptas. (OCHOCIENTOS CUARENTA MIL PESETAS) (5.048,51 €), equivalente al 2% del valor de dominio público del Quiosco de la Música, en el Paseo de Cánovas.

Asimismo, con carácter previo a la formalización del Documento Administrativo de Concesión de dicho quiosco, con fecha 4 de agosto de 1998, se constituyó la garantía definitiva, mediante aval bancario, número 9800149085 y número de registro 1998-2232, por un importe de 1.260.000 ptas. (UN MILLÓN DOSCIENTAS MIL PESETAS), (7.572,75 €). 

RESULTANDO: Que por Acuerdo de la Junta del Gobierno Local de fecha 15 de junio de 2015;órgano competente por delegación del Pleno de la Corporación, se “autorizó la cesión del contrato de concesión de bienes de dominio público para la redacción de proyecto, remodelación y subsiguiente explotación de establecimiento hostelero, en el Quiosco de la Música sito en el Paseo de Cánovas de la ciudad de Cáceres, formalizado por Dª Eugenia Talavero Gibello; con fecha 13 de agosto de 1998, por un plazo de vigencia contado desde la notificación del acuerdo de adjudicación de 33,82 año  s; a favor  de la Empresa GESHOMAR SERVICIOS DE HOSTELERÍA, SL, con el deber de subrogarse en todos los derechos y obligaciones que se derivan del vigente contrato de concesión demanial formalizado con Dª EUGENIA TALAVERO GIBELLO”; extinguiéndose por tanto la relación contractual de Dª Eugenia Talavero Gibello y este Ayuntamiento por la presente concesión, una vez formalizada dicha cesión en el documento administrativo correspondiente.

A estos efectos con carácter previo a la autorización de dicha cesión se acreditó la no existencia de deudas de la concesionaria, en periodo voluntario.

RESULTANDO: Que mediante escrito de fecha 17 de abril de 2017, Dª Eugenia Talavero Gibello “solicita la devolución del aval del BBV, que depositó con motivo de la concesión del Quiosco de la Música en agosto de 1998, ya que la concesión ha terminado”; solicitud que ha sido reiterada con fecha 14 de junio de 2017.

RESULTANDO: Que según informe emitido por la Sra. Técnica de Gestión de Tesorería con fecha 2 de junio de 2017, Doña Eugenia Talavera Gibello adeuda a este Ayuntamiento la cantidad de 7.245,71 € (incluidos principal, recargos, costas e intereses) correspondientes a 4 liquidaciones de 2º y 3º trimestre de 2014 y 2º trimestre de 2015, cantidad que según se hace constar en citado informe podrá verse incrementada con los recargos, costas e intereses de demora devengados en el momento del pago.

Estas deudas se encuentran en la actualidad en periodo ejecutivo.

RESULTANDO: Que mediante escritos de fecha 19 de junio de 2017 se puso en conocimiento de Dª Eugenia Talavero Gibello como anterior contratista adjudicataria de la concesión y a la entidad avalista, BANCO BILBAO-VIZCAYA ARGENTARIA, que a la vista del incumplimiento sin causa justificada de la obligación del pago del canon del contrato de concesión formalizado con fecha con fecha 13 de agosto de 1998, por parte de Dª EUGENIA TALAVERO GIBELLO; este Ayuntamiento tiene previsto adoptar el correspondiente acuerdo por el que se desestime la petición formulada por la interesada, de devolución del aval constituido para responder de las obligaciones del citado contrato de concesión; y en consecuencia acordar la incautación de la garantía definitiva constituida por la interesada con fecha 4 de agosto de 1998, mediante aval bancario, número 9800149085 y número de registro 1998-2232, por un importe de 1.260.000 ptas. (UN MILLÓN DOSCIENTAS SESENTA MIL PESETAS). (7.572,75 €).

No obstante, con carácter previo, conforme a lo establecido en el Art. 82 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, se concedió a DOÑA EUGENIA TALAVERA GIBELLO y a la entidad avalista, BANCO BILBAO-VIZCAYA ARGENTARIA, un PLAZO DE AUDIENCIA de DIEZ DÍAS, para que durante los mismos formulasen las alegaciones que estimasen pertinentes en defensa de sus derechos; plazo que ha transcurrido sin que se hayan presentado alegaciones por los interesados. 

CONSIDERANDO: Que el Pliego de Condiciones Administrativas Particulares establece, entre otras determinaciones, las siguientes:

5.- EXTINCIÓN DE LA CONCESIÓN.- (Cláusula 3 del contrato) 

“El contrato se extinguirá por cumplimiento o resolución…”

·…En todo caso son CAUSAS DE EXTINCIÓN de la concesión…”:


- La cesión por cualquier titulo de la concesión o de la titularidad de los bienes afectos a ella.

Las indemnizaciones y responsabilidades se harán efectivas sobre los avales y garantías de este contrato y, en caso de ser insuficientes, sobre cualesquiera bienes y derechos de titularidad del concesionario…”

6.- CANON A SATISFACER.-  “El canon a satisfacer por la concesión se fija en la cantidad de 661.589 Ptas. Anuales (SEISCIENTAS SESENTA Y UNA MIL, QUINIENTAS OCHENTA Y NUEVE PSESETAS ANUALES), prorrateadas en cuatro (4) plazos trimestrales pagaderos por trimestres vencidos, los cinco primeros días de abril, julio, octubre y enero. El canon se revisará anualmente en función del índice de precios al consumo con fecha de primeros de cada año….”

11.- OBLIGACIONES DERIVADAS DE LA CONCESIÓN.- 

“Además de todas las obligaciones que se derivan del clausulado del presente Pliego de Condiciones y del Pliego de Condiciones Técnicas que serán de inexcusable cumplimiento para el contratista, se establece, que en particular el concesionario queda obligado a…”:

e) El concesionario está obligado a abonar puntualmente el canon previamente establecido ingresándolo en las arcas municipales. En el caso de que no lo realizare podrán realizarse por este Ayuntamiento las actuaciones previstas en las cláusulas 5ª y 20ª del presente Pliego de Condiciones…”

14.- DERECHOS Y OBLIGACIONES DE LA ADMINISTRACIÓN

1.- El Ayuntamiento ostentará las potestades siguientes:”…b) Exigir el abono del canon de la concesión por vía de apremio; al tener la consideración de precio público”.

15.- GARANTIAS PROVISIONAL Y DEFINITIVA.- 
“… la garantía definitiva responderá del cumplimiento de las estipulaciones del contrato y de la efectividad de las responsabilidades que pudieran derivarse para el contratista; en los términos establecidos en el artículo 44 de la Ley de Contratos de las Administraciones Públicas, y demás disposiciones legales de aplicación…”

20.- INFRACCIONES Y SANCIONES.-
”2.- Son faltas graves:
j) Demora o falta en el pago del canon establecido en favor del Ayuntamiento en uno de los plazos  trimestrales establecidos.

3.- Son faltas muy graves:
e) Demora en el pago del canon establecido en favor del Ayuntamiento durante más de dos de los plazos trimestrales establecidos.

CONSIDERANDO: Lo establecido en el artículo 44 de la Ley 13/95 de 18 de mayo de Contratos de las Administraciones Públicas, así como en los artículos 63 y 65 del Real Decreto 1098/2001, de 12 de octubre, por el que se aprobó, el Reglamento General de la anterior Ley de Contratos de las Administraciones Públicas (RGLCAP), al no haberse dictado uno nuevo de desarrollo del actual TRLCSP sobre la ejecución y embargo de las garantías:

-  Artículo 44 de la LCAP: 2. Las garantías definitivas responderán de los siguientes conceptos: 

· b) De las obligaciones derivadas del contrato, de los gastos originados a la Administración por demora del contratista en el cumplimiento de sus obligaciones y de los daños y perjuicios ocasionados a la misma con motivo de la ejecución del contrato o en el supuesto de incumplimiento del mismo, sin resolución. 

· c) De la incautación que pueda decretarse en los casos de resolución del contrato, de acuerdo con lo establecido en el mismo o con carácter general en esta Ley. 

Por todo lo antes expuesto, quien suscribe entiende que por el Pleno de este Ayuntamiento, órgano competente al haberse adjudicado el presente contrato por éste órgano, a la vista del incumplimiento sin causa justificada de la obligación del pago del canon del contrato de concesión formalizado con fecha con fecha 13 de agosto de 1998, por parte de Dª EUGENIA TALAVERO GIBELLO; se debería adoptar el correspondiente acuerdo por el que se desestime la petición formulada por la interesada, de devolución del aval constituido para responder de las obligaciones del citado contrato de concesión; y en consecuencia acordar la incautación de la garantía definitiva constituida por la interesada con fecha 4 de agosto de 1998, mediante aval bancario, número 9800149085 y número de registro 1998-2232, por un importe de 1.260.000 ptas. (UN MILLÓN DOSCIENTAS SESENTA MIL PESETAS). (7.572,75 €).

Es todo cuanto tengo que informar, salvo superior y mejor criterio fundado en derecho al cual me remito.”
La COMISIÓN, tras breve debate, por unanimidad, decide dejar sobre la mesa el asunto pendiente de que sea emitido informe sobre si la subrogación del actual concesionario conllevaría la obligación de asumir las deudas pendientes, lo cual se pretende aclarar antes de proceder a la incautación del aval. 

        OTROS ASUNTOS 
20.-º
Moción grupo CácERES TU sobre introducción de cláusulas sociales, medioambientales, de promoción de PYMES, de perspectiva de género y otras políticas públicas en los contratos del Ayuntamiento de Cáceres. 

Se presenta a la Comisión la Moción del Grupo CácERES TU sobre introducción de cláusulas sociales, medioambientales, de promoción de PYMES, de perspectiva de género y otras políticas públicas en los contratos del Ayuntamiento de Cáceres, sobre la que el Pleno en sesión de fecha quince de junio de 2017 acordó que fuera previamente debatida y dictaminada por esta Comisión. El Sr. Presidente considera que es necesario que sean emitidos previamente informes por la Secciones afectadas, por lo que propone dejar sobre la mesa el asunto hasta que sean emitidos estos informes. 

La COMISION, por unanimidad, dictamina dejar sobre la mesa hasta que sean emitidos informes por las Secciones afectadas.
21º.- 
Puesta en conocimiento del Plan Director de la Muralla de Cáceres.

Se presenta a la Comisión el Plan Director de la Muralla de Cáceres, tramitado a instancias de este Ayuntamiento. Se pone en conocimiento de la Comisión que el Plan Director de la Muralla de Cáceres ha sido recibido por el Ayuntamiento. Dicho Plan ha sido elaborado por el equipo redactor Estudio Fraile Arquitectura S.L.P. el cual resultó adjudicatario del concurso celebrado por la Consejería de Cultura y Patrimonio de la Junta de Extremadura. El Plan se encuentra a disposición de los miembros y de cualquier ciudadano que lo quiera consultar en el Servicio de Información Geográfica del Ayuntamiento SIG Cáceres pudiendo acceder telemáticamente a través del siguiente enlace: http://sig.caceres.es/patrimonio/pdmuralla/

En dicho enlace se pueden consultar los distintos tramos de la muralla, con sus correspondientes estudios y propuestas de actuación. 

También se informa que ha sido solicitado al Ministerio de Cultura una subvención por importe de casi un millón de euros para abordar una primera fase de actuaciones en varios tramos de la Muralla, desde la Torre de los Pozos al Arco del Cristo, en la que participará conjuntamente el Ayuntamiento con una aportación del 30% del importe de las obras. Asimismo, se ha solicitado una subvención a la Junta de Extremadura para que cubra costes no subvencionables como son la redacción de proyectos y expropiaciones de construcciones anexas a la muralla. 

La COMISIÓN, se da por enterada de la recepción y contenido del Plan Director y de la solicitud de subvención sobre la misma.
Se procede al dictamen del asunto número 17 del orden del día.
17º.-
Prórroga y modificación del contrato de concesión de servicio de limpieza, mantenimiento, conservación y vigilancia de dependencias y pistas deportivas municipales. 
Se presenta a la Comisión la Prórroga y modificación del contrato de concesión de servicio de limpieza, mantenimiento, conservación y vigilancia de dependencias y pistas deportivas municipales, tramitada a instancias de este Ayuntamiento. El SR. Pacheco Presidente de esta Comisión, explica que del asunto del orden del día se retira la parte relativa a la modificación del contrato, la cual se estudiará en Comisión extraordinria que se convocará al efecto para el próximo lunes, quedando ahora el estudio y dictamen sobre la prórroga del contrato. El informe emitido por la Secretaría General de fecha 10 de julio de 2017 dice literalmente: 
“INFORME SECRETARÍA
 
Que se emite en el expediente de aprobación de prórroga y modificación del contrato del servicio de limpieza, mantenimiento y conservación y vigilancia de las Dependencias  y Pistas Deportivas municipales de la Ciudad de Cáceres, formalizado con la empresa  CONYSER SA, con fecha 5 de septiembre de 2013.
ANTECEDENTES ADMINISTRATIVOS:

 Primero: Estando próximo el vencimiento de la vigencia del contrato del servicio de limpieza, mantenimiento y conservación y vigilancia de las dependencias y pistas deportivas municipales de la Ciudad de Cáceres, firmado con fecha 5 de septiembre de 2013, y de comienzo del plazo de ejecución de 1 de octubre del mismo año, el Sr. Jefe de la Inspección de Servicios, en su informe de 15 de mayo de 2017, propone  la aprobación de una nueva prórroga y la modificación de dicho contrato para la prestación del servicio de limpieza y gestión de la planta baja del mercado de Ronda del Carmen, con un coste total de 52.666,16 euros.  Se justifica la modificación del contrato para mejorar el servicio de limpieza de dichas instalaciones, posibilitando la apertura de la planta baja del Mercado  en horario de tarde, incluido los sábados, al ser voluntad del Ayuntamiento la próxima apertura de la planta primera destinada a servicios de restauración.

 En el informe de la Sra. Administradora del Mercado, se pone de manifiesto los serios problemas de organización existentes con la plantilla actual, integrada por 8 auxiliares de mercado, de los cuales, tres están en situación de baja por enfermedad, un auxiliar ha sido destinado a otra dependencia municipal al ser considerado no apto temporal para el puesto de trabajo y por último, uno de ellos, cuenta con horas sindicales, lo que exigiría o bien reforzar la plantilla mediante la incorporación de nuevos efectivos, o reducir el horario de prestación del servicio.

Esta modificación será financiada con el importe total anual de las mejoras y obras ya ejecutadas que se cuantifican en 43.200,00 euros, y el resto, hasta alcanzar el importe total de 52.666,16 euros, con  la reducción de frecuencias en varias mejoras ofertadas dentro del apartado “Mejoras de los servicios de limpieza”.

 Segundo: La intervención municipal, con fecha 16 de junio de 2016, emitió informe de fiscalización del expediente, a cuyo contenido me remito.

CONSIDERACIONES JURÍDICAS:

Primero.- Posibilidad de prórroga del contrato.-

El artículo 23.2 del Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público ( en adelante TRLCSP), establece que los contratos podrán prever una o varias prórrogas siempre que sus características permanezcan inalterables durante el período de duración de éstas y que la concurrencia para su adjudicación haya sido realizada teniendo en cuenta la duración máxima del contrato, incluidos los períodos de prórroga, añadiendo el párrafo 3º de dicho artículo  que la prórroga se acordará por el órgano de contratación y será obligatoria para el empresario, salvo que el contrato expresamente prevea lo contrario, sin que pueda producirse por el consentimiento tácito de las partes.


En relación a la duración de los contratos de los servicios, el artículo 303.1 del TRLCSP establece que éstos nos podrán tener un plazo de vigencia superior a cuatro años con las condiciones y límites establecidos en las respectivas normas presupuestarias de las Administraciones Públicas, si bien podrá preverse en el mismo contrato su prórroga por mutuo acuerdo de las partes antes de la finalización de aquél, siempre que la duración total del contrato, incluidas las prórrogas, no exceda de seis años, y que las prórrogas no superen, aislada o conjuntamente, el plazo fijado originalmente.


 La Cláusula 5ª del PCAP establece que el contrato tendrá una vigencia de cuatro años a contar desde su formalización, siendo el mismo prorrogable de mutuo acuerdo entre las partes, de forma expresa, antes de su finalización, por periodos anuales, sine que la duración máxima del mismo, incluidas las prórrogas exceda de seis años.


  Estando prevista expresamente la posibilidad de prórroga en el PCAP que forma parte del contrato, no existe inconveniente legal en la adopción de dicho acuerdo al no superar el plazo máximo legalmente establecido, que deberá adoptarse, en su caso, por un plazo de doce meses.

 
 Segundo.- Modificación del contrato.

  
De las determinaciones contenidas en el TRLCSP, de 11 de noviembre de 2011, resulta una regulación restrictiva de las modificaciones contractuales, estableciéndose en el artículo 219 que los contratos administrativos solo podrán ser modificados por razones de interés público en los casos  y en la forma previstos en el Titulo V del Libro I de dicha Ley.  Dos son, por tanto, los requisitos acumulativos que han de exigirse para la aprobación de la modificación de los contratos administrativos: de una parte, la acreditación de razones de interés público, y de otra, la concurrencia de alguno de los casos previstos en el Titulo V del Libro I, es decir, artículos 105 a 108.

Del artículo 105 del TRLCSP resultan dos casos en los que cabe la modificación de los contratos:

· Cuando así se haya previsto en los pliegos o en el anuncio de licitación.

· O en los casos y con los límites establecidos en el artículo 107 del TRLCSP.

En cualquiera de otros supuestos,  si fuera necesario que la prestación se ejecutase en forma distinta a la pactada, inicialmente deberá procederse a la convocatoria del procedimiento para la adjudicación de un nuevo contrato.

Por tanto, debemos analizar, en primer lugar, si el Pliego prevé la posibilidad de modificación del contrato, y en su defecto, si se dan algunos de los supuestos del artículo 107 del TRLCSP.

 La cláusula 26 del PCAP establece textualmente:


“Una vez perfeccionado el contrato, el órgano de contratación solo podrá introducir modificaciones en el mismo por razones de interés público en los casos y en la forma prevista en el Titulo IV del Libro I, de acuerdo con el procedimiento regulador en el artículo 211 del TRLCSP.

 En estos casos, las modificaciones acordadas por el órgano de contratación serán obligatorias para el contratista.

 
Las modificaciones del contrato deberán formalizarse conforme a lo dispuesto en el articulo 156 TRLCSP.”

 
Como puede observarse, no se regula en el pliego los supuestos en los que será posible la modificación del contrato, debiéndose acudir a la regulación contenida en el artículo 109 del TRLCSP, que dice textualmente:
 “ Las modificaciones no previstas en los pliegos o en el anuncio de licitación solo podrán efectuarse cuando se justifique suficientemente la concurrencia de alguna de las siguientes circunstancias:

a) Inadecuación de la prestación contratada para satisfacer las necesidades que pretenden cubrirse mediante el contrato debido a errores u omisiones padecidos en la redacción del proyecto o de las especificaciones técnicas.

b) Inadecuación del proyecto o de las especificaciones de la prestación por causas objetivas que determinen su falta de idoneidad, consistentes en circunstancias de tipo geológico, hídrico, arqueológico, medioambiental o similares, puestas de manifiesto con posterioridad a la adjudicación del contrato y que no fuesen previsibles con anterioridad aplicando toda la diligencia requerida de acuerdo con una buena práctica profesional en la elaboración del proyecto o en la redacción de las especificaciones técnicas.

c) Fuerza mayor o caso fortuito que hiciesen imposible la realización de la prestación en los términos inicialmente definidos.

d) Conveniencia de incorporar a la prestación avances técnicos que la mejoren notoriamente, siempre que su disponibilidad en el mercado, de acuerdo con el estado de la técnica, se haya producido con posterioridad a la adjudicación del contrato.

e) Necesidad de ajustar la prestación a especificaciones técnicas, medioambientales, urbanísticas, de seguridad o de accesibilidad aprobadas con posterioridad a la adjudicación del contrato.

  La modificación del contrato acordada conforme a lo previsto en dicho artículo,  no podrá alterar las condiciones esenciales de la licitación y adjudicación, y deberá limitarse a introducir las variaciones estrictamente indispensables para responder a la causa objetiva que la haga necesaria.

  Resulta, en consecuencia, inexcusable, justificar suficientemente la concurrencia de algunas de las circunstancias señaladas y, además, justificar la concurrencia de un interés público. En este caso, a criterio de esta Secretaría General, queda acreditado la concurrencia de interés público en los informes emitidos por la Inspección de Servicios y por la  Sra. Administradora del Mercado de Abastos,  que justificaría la modificación de este contrato,  pero coincido con la Intervención municipal, que resulta necesario tramitar el expediente de modificación del contrato de acuerdo con el procedimiento previsto en el artículo 108 del TRLCSP, y conceder el previo trámite de audiencia al contratista adjudicatario. 

En el presente caso, por la Inspección de Servicios se deberá emitir un nuevo informe en el que se acredite la concurrencia de la causa prevista en la letra b) del artículo 109 del TRLCSP; deberá incorporarse al expediente  el certificado de existencia de crédito adecuado y suficiente; conceder el trámite de audiencia al contratista adjudicatario; finalmente, deberá emitirse informe de fiscalización por la  Intervención municipal, el informe jurídico, y la adopción, en su caso, del acuerdo que proceda por el órgano de contratación, que será el Pleno del Ayuntamiento.

  
Por lo expuesto,  esta Secretaría General concluye:

Primero:  Procede aprobar una nueva prórroga antes de su vencimiento,  por plazo de doce meses, del contrato del servicio de limpieza, mantenimiento y conservación y vigilancia de las dependencias y pistas deportivas municipales de la Ciudad de Cáceres, formalizado con fecha 5 de septiembre de 2013, con la empresa CONYSER SA.

Segundo: Procede acordar  la incoación de expediente de modificación del contrato para la ampliación del servicio de limpieza y gestión a la planta baja del Mercado de la Ronda Norte,  al amparo de la circunstancia prevista en la letra b) del artículo 109 del TRLCSP, que se sustanciará  de acuerdo con el procedimiento legalmente establecido ( 108 TRLCSP), y que se resolverá en su momento, por el Pleno del Ayuntamiento, en su condición de órgano de contratación.


 Es cuanto tengo que informar.”

El Sr. Hurtado del Grupo Socialista indica que dado que el lunes se va a convocar una extraordinaria se podrían estudiar las dos cuestiones conjuntamente pero que si se dictamina ahora su partido se va a abstener dado que consideran que no se debe externalizar el servicio sino reforzar los medios propios. 

El Sr. Calvo de CácERES TU, manifiesta que ellos están en contra de la ampliación de contratos y que sean asumidos directamente todos los servicios. 

La COMISIÓN, tras breve debate, por cuatro votos favorables de los tres miembros del Grupo Popular y del de Ciudadanos, dos abstenciones de los dos vocales del grupo Socialista y en contra del de CácERES TU, da su conformidad al informe jurídico trascrito y dictamina favorablemente a la prórroga del contrato de concesión de servicio de limpieza, mantenimiento, conservación y vigilancia de dependencias y pistas deportivas municipales.
22º.- 
Ruegos y Preguntas.

El Sr. Calvo, de CácERES TU, ruega que no se de información a la prensa antes de traer a esta Comisión los asuntos, en concreto el tema del desarrollo del Ferial. 

El Sr. Presidente de la Comisión, contesta que ha debido hablar la prensa con los promotores puesto que desde aquí no se ha facilitado información. 
El Sr. Calvo, de CácERES TU, pregunta sobre la situación y existencia de cédulas de habitabilidad del Residencial los Castellanos y la posibilidad de estudiar esta situación. 
Y no habiendo más asuntos que tratar, por el Sr. Presidente de la Comisión se da por finalizada la sesión, siendo las doce horas y veinticinco minutos, de la que se extiende la presente acta y de todo lo cual como Secretario doy fe. 
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